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III. INTRODUCCIÓN 

 

Al ratificar la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante CDPD o 
la Convención) 1, Colombia aceptó el reto de materializar un nuevo paradigma sobre la 
discapacidad. Hoy en día el movimiento de derechos de personas con discapacidad en el mundo, ha 
logrado que 130 países2 integren a sus ordenamientos jurídicos este instrumento que nos obliga a 
dejar de lado las miradas asistencialistas y patologizantes acerca de la discapacidad y en cambio, 
nos exige que la entendamos en razón de la interacción entre la diversidad funcional de una 
persona y las barreras que enfrenta en su entorno. Además de la Convención, la recientemente 
sancionada Ley Estatutaria 1618 de 20133, “por medio de la cual se establecen disposiciones para 
garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”, constituye un 
derrotero clave para el logro del objetivo de la inclusión social real y efectiva de las personas con 
discapacidad. 

Este cambio de lente tiene un impacto fundamental en la manera en que concebimos los sistemas 
que conforman nuestra sociedad, tanto en el ámbito privado como en el ámbito público. Así, las 
normas, políticas y prácticas en los campos educativo, laboral, familiar, político y cultural deben 
verse atravesadas por esta nueva mirada. La responsabilidad de materializar las obligaciones 
adquiridas bajo la Convención no es únicamente de las autoridades. Las empresas, organizaciones 
de la sociedad civil, profesionales en los diferentes sectores, personas con o sin discapacidad, 
cumplimos un rol fundamental en el desarrollo de la sociedad colombiana, que necesariamente 
implica el acceso en igualdad de condiciones a los derechos y servicios que garanticen una vida 
digna para todas las personas.  

En términos de política pública en discapacidad, Colombia también ha experimentado cambios 
significativos. En 1995 se emitió el CONPES 2761 de 1995 4, que tenía como objetivos 
fundamentales “el mejoramiento de la calidad de vida [de la población con discapacidad] y el logro 
de su integración social y económica” y entiende la participación laboral como un componente del 
enfoque global del proceso de rehabilitación y promueve el acceso a los cursos de formación del 
SENA.  La definición que utiliza este documento de discapacidad está centrada en la deficiencia de la 
persona. Posteri 

El presente documento se produce como resultado de la “Consultoría sobre normatividad en materia 
de inclusión laboral para personas con discapacidad” comisionada por el Programa Pacto de 
Productividad, iniciativa promovida y financiada por el Banco Interamericano de Desarrollo BID, 
la Fundación Corona, la Fundación Saldarriaga Concha, la Agencia Presidencial de Cooperación 

                                                             
1 ONU. Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Adoptada en Nueva York el 13 de 
diciembre de 2006. Entrada en vigor el 3 de mayo de 2008. Ratificada por Colombia el 10 de mayo de 2011. 
Ley 1346 de 2009. 
2 ONU. Colección de Tratados. Base de Datos. Disponible en: 
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-
15&chapter=4&lang=en&clang=_en (fecha de consulta: 2 de marzo de 2013) 
3 Congreso de la República. Ley 1618 de 2013 (febrero 27). Por medio de la cual se establecen las disposiciones 
para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. D.O. 48.717.  Disponible en: 
http://wsp.presidencia.gov.co/Normativa/Leyes/Documents/2013/LEY%201618%20DEL%2027%20DE%
20FEBRERO%20DE%202013.pdf (fecha de consulta: 15 de abril de 2013) 
4 DNP. Conpes 2671 de 1995. 

http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-15&chapter=4&lang=en&clang=_en
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-15&chapter=4&lang=en&clang=_en
http://wsp.presidencia.gov.co/Normativa/Leyes/Documents/2013/LEY%201618%20DEL%2027%20DE%20FEBRERO%20DE%202013.pdf
http://wsp.presidencia.gov.co/Normativa/Leyes/Documents/2013/LEY%201618%20DEL%2027%20DE%20FEBRERO%20DE%202013.pdf
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Internacional de Colombia APC, el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA y el Ministerio del 
Trabajo. Pacto de Productividad busca “generar un modelo de inclusión laboral para articular y 
fortalecer los servicios de inclusión laboral y capacitación para personas con discapacidad, en alianza 
con el sector empresarial, contribuyendo así a mejorar las oportunidades de inclusión económica y 
social”5. 

Los objetivos de la consultoría consistieron en el “diseño de un documento técnico que examine la 
normatividad vigente en materia de inclusión laboral de personas con discapacidad y genere 
propuestas para solucionar sus barreras. Incluye el análisis de la situación que se presenta por el 
Artículo 26 de la Ley 361 de 1997” y en el “diseño de un taller de capacitación dirigido a 
Inspectores de Trabajo”. 

En cumplimiento de los objetivos designados, en su primera parte, el presente texto documenta y 
analiza las percepciones de los sectores sociales que juegan un rol central en el campo de inclusión 
laboral: las federaciones y redes que representan organizaciones de personas con discapacidad, las 
instituciones de inclusión laboral, las empresas, los gremios empresariales, cajas de compensación 
y operadores jurídicos que incluyen asesores/as, jueces y abogados laboralistas. En la segunda 
parte, el presente texto delimita los principales problemas identificados que impiden el acceso y 
permanencia en el empleo de las personas con discapacidad en Colombia a la luz del marco 
normativo existente y realiza recomendaciones.  

1. MODELOS SOBRE LA DISCAPACIDAD EN LA HISTORIA 

Las normas, políticas y prácticas relacionadas con las personas con discapacidad están mediadas 
por la concepción sobre discapacidad de la que se parte. Así, se han identificado tres modelos a lo 
largo de la historia sobre la discapacidad, que claramente delimitan las respuestas sociales y 
jurídicas que se dan en las diferentes sociedades: el modelo de prescindencia, el modelo médico-
rehabilitador y el modelo social. Estos modelos no han existido de forma cronológica o lineal, sino 
que coexisten en nuestros sistemas y por tanto generan múltiples tensiones al momento de dar 
respuesta a un problema específico. En Colombia, estas tensiones se evidencian constantemente 
tanto en el sistema legal como en las prácticas cotidianas frente a la discapacidad. 

1.1. MODELO DE PRESCINDENCIA O ASISTENCIALISTA 

La jurista Agustina Palacios6 caracteriza este modelo como el que ubica el origen de la discapacidad 
en un motivo de tipo religioso y por tanto, la discapacidad se entiende como un castigo divino, 
generalmente como resultado de una conducta cuestionable de los padres (en general, la madre). 
Además, bajo este modelo se considera que las personas con discapacidad constituyen una carga y 
no aportan nada a su comunidad, por lo que lo más “conveniente” es prescindir de ellas.  La 
respuesta social en este modelo está mediada por una visión caritativa, bajo la cual cualquiera que 
demuestre consideración hacia una persona con discapacidad está realizando un acto de buena 
voluntad. Así, muchas de las actitudes y comportamientos que se derivan de este modelo 
actualmente, están relacionadas con la conmiseración, la lástima y el repudio. Palacios narra 
                                                             
5 Pacto de Productividad. Presentación de Resultados, p. 4. Disponible en: 
http://www.pactodeproductividad.com/pre_pacto.html (fecha de consulta: 2 de marzo de 2013) 
6 PALACIOS, Agustina. (2008). El modelo social de discapacidad: orígenes, caracterización y plasmación en la 
Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Madrid: Ediciones Cinca, S.A. p. 
37. 

http://www.pactodeproductividad.com/pre_pacto.html
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diferentes medidas adoptadas a lo largo de la historia que resultaban en la eliminación de las 
personas con discapacidad, por considerarlas “innecesarias” para la sociedad7. Hoy en día, vemos 
manifestado este modelo en las respuestas que involucran la segregación social de las personas con 
discapacidad, a través de su institucionalización en entidades “especiales” o exclusión de la vida en 
comunidad. La respuesta jurídica bajo este modelo siempre conlleva el no reconocimiento de la 
personalidad jurídica de las personas con discapacidad, por lo que, como en el caso de Colombia, se 
crea una institución jurídica como la interdicción, que otorga poder plenario a una tercera persona 
sobre todas las decisiones que le conciernen a la persona con discapacidad. Adicionalmente, las 
políticas generadas en este modelo están únicamente orientadas a otorgar algunos beneficios o 
subsidios a las familias de las personas con discapacidad y no a garantizar la inclusión plena en 
todas las actividades y oficios que hay en la sociedad.  

1.2. EL MODELO MÉDICO-REHABILITADOR 

Bajo este modelo, la discapacidad se asocia a una enfermedad que en la medida de lo posible debe 
“curarse”. Así, las causas de la discapacidad son científicas y están en la persona. Las personas con 
discapacidad pueden contribuir a la sociedad en la medida en que sean rehabilitadas8. Este es un 
modelo normalizador, en donde todos los esfuerzos están orientados a ocultar o eliminar las 
diferencias funcionales. La respuesta social bajo este modelo es el enfoque pleno sobre la “curación” 
de la persona con discapacidad y por tanto, la caracterización de la discapacidad como un asunto de 
salud. Así, las voces expertas sobre la vida de las personas con discapacidad son profesionales de la 
salud, quienes son las llamadas a certificar la condición, determinar el mejor curso a seguir y 
establecer lo que la persona con discapacidad puede o no hacer, en la mayoría de los casos sin que 
la persona con discapacidad intervenga en forma alguna. La respuesta jurídica bajo este modelo, al 
igual que en el de prescindencia, es el no reconocimiento de la personalidad jurídica de las personas 
con discapacidad y el otorgamiento de la plena validez legal a los conceptos médicos y psiquiátricos 
en la determinación de los destinos de las personas con discapacidad. En Colombia, este es el 
modelo prevalente reflejado en nuestro marco jurídico. Así, por ejemplo, para determinar si una 
persona tiene una discapacidad, debe mediar la certificación de un profesional de la salud; en el 
curso de un proceso judicial de interdicción, la persona con discapacidad objeto de la medida nunca 
presenta su propio testimonio y en general, la decisión sobre si la persona puede ser autónoma en 
su vida se fundamenta en el concepto pericial de un psiquiatra forense. 

1.3. EL MODELO SOCIAL  

El modelo social es el que se encuentra consagrado en la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad y parte de una concepción de la discapacidad como una construcción 
social que resulta de la interacción entre la diversidad funcional de una persona y las barreras que 
encuentra en el entorno para el pleno ejercicio de sus derechos y libertades9. Los orígenes de la 
discapacidad no están en una maldición o en una enfermedad, sino en las barreras sociales que 
generan esquemas de exclusión de este sector de la población. Así, se entiende que las PCD aportan 
a la sociedad en igual medida que el resto de las personas10. Es un modelo que tiene al centro los 
deseos y voluntad de las personas con discapacidad y les otorga la plena potestad para ser agentes 

                                                             
7 Ibid. pp. 41 y ss.  
8 Ibid. pp. 66 y ss 
9 CDPD, Preámbulo literal (e) y artículo 1 
10 Ver Palacios, Op.cit. pp 103 y ss. 
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de su propio destino. Así, los sistemas de salud, educativos, culturales y laborales se vuelven canales 
de apoyo que potencian la realización del proyecto de vida de las personas con discapacidad y no lo 
imponen. Los y las profesionales de la salud son aliados y no ya las únicas voces legítimas. Así, la 
respuesta social bajo este modelo implica el desarrollo de mecanismos de apoyo que garanticen la 
igualdad efectiva de las personas con discapacidad en todos los ámbitos de la vida en comunidad y 
por tanto, la identificación y eliminación de barreras que impiden la plena realización de los 
derechos de las personas con discapacidad. La respuesta jurídica bajo este modelo es entonces el 
pleno reconocimiento de la personalidad jurídica de las personas con discapacidad, el otorgamiento 
pleno de validez legal a su voluntad y deseos, manifestados por los medios que requiera y a través 
de las redes de apoyo con que cuente la persona y la adopción de medidas que eliminen las barreras 
sociales que históricamente han enfrentado las personas con discapacidad para participar de lleno 
en la sociedad.  

Este proyecto se enmarca en esta última visión de la discapacidad y por tanto, en el reconocimiento 
de que la inclusión laboral de las personas con discapacidad reporta beneficios para toda la 
sociedad y especialmente para quienes hacen parte de la relación laboral. 

2. EL MOVIMIENTO ASOCIATIVO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN 
COLOMBIA FRENTE A LA INCLUSIÓN LABORAL 

Colombia no ha sido ajena a la lucha por el pleno reconocimiento de los derechos de las personas 
con discapacidad y en los últimos años el movimiento asociativo se ha visto fortalecido, por lo que 
se han alcanzado logros significativos tanto a nivel social como jurídico.  

Hoy Colombia cuenta con seis organizaciones nacionales de personas con discapacidad que 
integran y representan a las asociaciones locales y regionales de personas con discapacidad, por 
tipo de discapacidad y que hacen parte del Consejo Nacional de Discapacidad en representación de 
la sociedad civil. Dichas organizaciones son el resultado de la actividad desarrollada por las mismas 
personas con discapacidad, sus familias y otros grupos sociales, para resolver sus necesidades e 
intereses y para obtener de la sociedad y del Estado el debido reconocimiento, apoyo y acceso a los 
bienes y servicios. 

Dichas asociaciones hacen parte del movimiento social de personas con discapacidad, pues buscan 
cambios sociales e incidencia en las acciones del Estado, respecto de condiciones y situaciones 
concretas que comparten. 

En Colombia, la historia de las organizaciones de personas ciegas y sordas data de hace más de cien 
años11. Hoy sus federaciones nacionales - Coordinadora Nacional de Organizaciones de Limitados 
Visuales, CONALIVI12 y Federación Nacional de Sordos de Colombia, FENASCOL13- cuentan con una 
institucionalidad democrática, en la cual todas las personas afiliadas pueden elegir y ser elegidas y 
participar en su administración y gobierno. 

                                                             
11 Mediante los decretos 033 de 1899 y 179 de 1903, se impulsó una escuela para ciegos en Bogotá. Y en 
1925, como efecto del trabajo de grado presentado por Francisco Luis Hernández "El maestro del ciego y del 
sordomudo", ganador de un concurso en la Universidad de Antioquia, se dio inicio a la Escuela de Medellín 
para ciegos y sordos. 
12 Información disponible en Facebook https://www.facebook.com/pages/CONALIVI-Coordinadora-
Nacional-de-Organizaciones-de-Limitados-Visuales/473403580610  
13 Ver, http://www.fenascol.org.co/  

https://www.facebook.com/pages/CONALIVI-Coordinadora-Nacional-de-Organizaciones-de-Limitados-Visuales/473403580610
https://www.facebook.com/pages/CONALIVI-Coordinadora-Nacional-de-Organizaciones-de-Limitados-Visuales/473403580610
http://www.fenascol.org.co/
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Posteriormente se conformaron las organizaciones de las personas con limitación física, hoy 
agrupadas en la Federación Colombiana de Organizaciones de Personas con Discapacidad Física, 
FECODIF14 y que reúnen dos grandes vertientes: la organización deportiva y las fraternidades u 
organizaciones de los veteranos de guerra.  

Luego se configuran las organizaciones de las personas sordociegas agrupadas en la Asociación 
Colombiana de Sordociegos, SURCOE15 y desde hace aproximadamente diez años las personas con 
discapacidad intelectual y sus familias han venido desarrollando un importante trabajo en red, 
como el que lideran Asdown16 y la Liga Colombiana de Autismo17. Adicionalmente, las personas con 
discapacidad psicosocial se han organizado para incidir en el avance de sus derechos y visibilizar 
sus experiencias. Una de las organizaciones que se enmarca en el modelo social es Fundamental 
Colombia18.  

Los movimientos asociativos en general y, por supuesto, los de las personas con discapacidad, 
buscan ser oídos y atendidos a partir y en razón de sus propias especificidades. Dialogar, conversar, 
intercambiar ideas y experiencias, controvertir y deliberar con el movimiento social, con las 
asociaciones de las personas con discapacidad, va más allá del derecho de las personas y los 
colectivos a su plena participación y al acceso a los procesos de toma de decisiones que les afecten. 
También va más allá del deber que nos imponen la Constitución, los Convenios Internacionales y las 
leyes.  

Se trata de asumir desde la perspectiva ética elementos que nos permitan una verdadera 
transformación de la sociedad colombiana como consecuencia de que ésta y las autoridades, 
apropiándose del sentido y los fines del contexto constitucional y legal, efectivamente promueven y 
adelantan los procesos de toma de decisiones con la intervención activa de las personas con 
discapacidad y sus organizaciones. 

Los temas de empleo, actividad económica, generación de ingresos, trabajo, son frecuentes y 
reiterativos en las organizaciones de las personas con discapacidad; en sus actas de constitución, 
estatutos, manifiestos y declaraciones, esos temas se incorporan como objetivos prioritarios y para 
realizarlos se han asumido distintas estrategias y distintas tareas, dentro de los diferentes modelos 
de sociedad que se han construido y deconstruido en Colombia. 

Entre los años 1933 y 1937, los adultos ciegos liderados por Juan Antonio Pardo Ospina decidieron 
crear una organización de asistencia social y para ello redactaron y lograron la expedición de la ley 
143 de 1938 y en 1940 fundaron la Federación de Ciegos y Sordomudos, que tuvo dentro de sus 
objetivos y realizaciones la gestión de recursos para la formación y capacitación de las personas 
ciegas y “sordomudas” y para la adquisición de elementos de trabajo para los ciegos trabajadores y 
para los ciegos y “sordomudos” independientes, el apoyo a proyectos sostenibles de autogestión, y 
la vinculación a empresas nacionales y extranjeras de trabajadores con discapacidad.19  

                                                             
14 Ver, http://www.larediberoamericana.com/?page_id=468  
15 Ver, http://www.surcoe.org  
16 Ver, http://www.asdown.org 
17 Ver, http://www.ligaautismo.org  
18 Ver, http://www.fundamental-colombia.org  
19 PARDO OSPINA, Juan Antonio y HERNÁNDEZ Luis Francisco. Nuestra lucha por los ciegos de Colombia, 
Talleres Granamérica, Medellín, 1948.// Ley 143 de 1938 (8 noviembre), "Por la cual se impulsa la educación de 
ciegos y sordomudos del país y se dictan otras disposiciones." Diario Oficial No. 23.923 de 14 de noviembre de 
1938. 

http://www.larediberoamericana.com/?page_id=468
http://www.surcoe.org/
http://www.asdown.org/
http://www.ligaautismo.org/
http://www.fundamental-colombia.org/
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Esta Federación continuó hasta el año 1955, año en el cual se disuelve y el Gobierno Nacional crea 
el Instituto Nacional para Ciegos, INCI y el Instituto Nacional para Sordos, INSOR20. Así pues, en su 
origen, estos Institutos Nacionales para Ciegos y Sordos son el resultado de la incidencia política de 
las asociaciones nacionales de las personas ciegas y sordas.   

La OIT, el 22 de junio de 1983 adoptó el Convenio 159 "sobre la readaptación profesional y el empleo 
de personas inválidas”21. La ley 82 de 1988, que aprobó este Convenio en Colombia, implicó un 
fuerte trabajo de coordinación y articulación de los movimientos asociativos de las personas con 
discapacidad, las instituciones de rehabilitación y distintos estamentos de la vida nacional.  

Como parte de las actividades desarrolladas en torno al trabajo y al empleo de las personas con 
discapacidad, en 1985 Colombia fue sede de la segunda versión del Festival Internacional 
Abilympics, que es un evento que tiene el propósito de "promover las destrezas vocacionales de las 
personas con discapacidad" y apoyar sus esfuerzos para ser autosuficientes y productivas.22  

Más adelante, en la Constitución de 1991 se ve reflejado el trabajo de las personas con 
discapacidad, de sus organizaciones, de los padres de familia y tutores, y de múltiples actores a 
nivel nacional e internacional. Que en nuestra Carta Política aparezcan de manera expresa 
principios, garantías, mandatos y propósitos en favor de las personas con discapacidad, es el 
producto de la ardua tarea adelantada para generar encuentros con los constituyentes, proponer y 
lograr, entre otros, el artículo 54: "Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer formación y 
habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la ubicación laboral 
de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde 
con sus condiciones de salud." 

En el nuevo marco constitucional se aprueba la Ley 361 de 1997 "por la cual se establecen 
mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras 
disposiciones"23; pensada, escrita debatida y construida por las personas con discapacidad, esta ley 
abre la puerta a los grandes debates de finales del Siglo XX y genera los espacios para la plena 
participación de las personas con discapacidad en el siglo XXI. La ley 361 fue el producto del 
esfuerzo y del compromiso de las personas con discapacidad y sus organizaciones en Colombia, 
pues no solo fue escrita por profesionales con discapacidad sino que antes de ser presentada al 
Congreso de la República, fue debatida en foros regionales y nacionales. 

                                                             
20 Decreto 1955 de 1955 (julio 15) "Por el cual se disuelve la Federación de Ciegos y Sordomudos" y "...en su 
defecto créanse el Instituto Nacional de Ciegos y el Instituto Nacional de Sordomudos, cada uno de los cuales 
tendrá personería jurídica independiente y patrimonio propio. (artículo 1°).  
21 ONU. Organización Internacional del Trabajo. Convenio No. 159. Sobre la readaptación profesional y el 
empleo (personas inválidas), 1983. Entrada en vigor el 20 de junio de 1985. Disponible en: 
http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C159 (fecha de consulta: 2 
de marzo de 2013) 
22 Ver, www.disabilityworld.org  El Primer Festival Internacional Abilympics tuvo lugar en 1981 en el Japón; y 
se realiza cada 4 años en distintos países.  
23 Congreso de la República. Ley 361 de 1997 (febrero 7). Por la cual se establecen mecanismos de integración 
social de la personas con limitación y se dictan otras disposiciones. Disponible en: 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=343 (fecha de consulta: 2 de marzo de 
2013) 

http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=1000:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C159
http://www.disabilityworld.org/
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=343
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También las organizaciones nacionales de las personas con discapacidad participaron en la 
construcción del CONPES 2761 de 199524 y del CONPES Social 80 de 200425, sobre discapacidad. 
Actualmente, las personas con discapacidad han hecho parte de las consultas nacionales para la 
construcción de la política pública sobre discapacidad, la cual aún no ha sido expedida.  

Así mismo, la propuesta original y la redacción final del proyecto de la Ley Estatutaria 1618 de 
2013, es resultado de la participación de las personas con discapacidad en la iniciativa y texto 
originales.  

Por su parte, las personas sordas y sordociegas y sus organizaciones, impulsaron la expedición de 
las leyes 324 de 199626 y 982 de 200527, que responden a sus intereses y expectativas específicas. 
Todas las leyes mencionadas contienen expresamente los temas de trabajo y empleo.28  

Es importante mencionar que las organizaciones nacionales de las personas con discapacidad a 
través de las mesas de diálogo y conversación del programa Pacto de Productividad vienen 
construyendo una agenda que apunta a la transformación del marco legal colombiano y a los 
ajustes en política pública para que la inclusión laboral de esta población sea una realidad. 

3. INCLUSIÓN LABORAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DESDE LA 
PERSPECTIVA EMPRESARIAL 

Para el mundo empresarial, la vinculación de personas con discapacidad es una práctica que se 
percibe como en línea con los principios de la Responsabilidad Social Corporativa, con las 
dimensiones sociales del Desarrollo Sostenible, la Inclusión y la Diversidad. Sin embargo, el sector 
privado se inhibe de implementar esta práctica por una serie de temores y creencias que de ser 
ciertos impactarían negativamente el objetivo y curso de sus negocios. Algunos de estos temores 
son fundados, pues nuestro ordenamiento jurídico contiene desarrollos jurisprudenciales en 
ocasiones contradictorios y que por tanto, han sido un factor de confusión tanto para las empresas, 
como para potenciales trabajadores/as, como para las mismas autoridades encargadas de 
implementar y vigilar el cumplimiento del derecho laboral en el país. Sin embargo, algunas de 

                                                             
24 Departamento Nacional de Planeación. Política de Prevención y Atención a la Discapacidad 1995-1998. 
Documento CONPES 2761, enero 25 de 1995. Disponible en: 
https://www.dnp.gov.co/Biblioteca/Cat%C3%A1logoenl%C3%ADnea.aspx (fecha de consulta: 2 de marzo de 
2013) 
25 Departamento Nacional de Planeación. Política Pública Nacional de Discapacidad. Documento CONPES 
Social 80, julio 26 de 2004. Disponible en: 
https://www.dnp.gov.co/Biblioteca/Cat%C3%A1logoenl%C3%ADnea.aspx (fecha de consulta: 2 de marzo de 
2013) 
26 Congreso de la República. Ley 324 de 1996  (octubre 11). Por la cual se crean algunas normas a favor de la 
población sorda. Disponible en: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=349 (fecha 
de consulta: 2 de marzo de 2013) 
27 Congreso de la República. Ley 982 de 2005 (agosto 2). Por la cual se establecen normas tendientes a la 
equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se dictan otras disposiciones. 
Disponible en: http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2005/ley_0982_2005.html (fecha 
de consulta: 2 de marzo de 2013) 
28 Proyecto de ley estatutaria No. 092 de 2011 Cámara – 167 de 2011 Senado, Ver artículo 13. Derecho al trabajo 
// Ley 324 de 1996 (octubre 11) "por el cual se crean algunas normas a favor de la población sorda." Ver 
artículo 10 / / Ley 982 de 2005 (agosto 2), "por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de 
oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se dictan otras disposiciones." Ver Capítulos VII y 
VIII. 

https://www.dnp.gov.co/Biblioteca/Cat%C3%A1logoenl%C3%ADnea.aspx
https://www.dnp.gov.co/Biblioteca/Cat%C3%A1logoenl%C3%ADnea.aspx
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=349
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2005/ley_0982_2005.html
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dichas creencias se derivan de los modelos de prescindencia y médico-rehabilitador arriba 
descritos que hacen ver la inclusión laboral de personas con discapacidad como una carga que no 
genera ningún beneficio para quien la asume. 

Colombia, como Estado Social de Derecho, ha desarrollado en su normativa mecanismos garantistas 
de los derechos de los grupos históricamente marginalizados, entre ellos las personas con 
discapacidad. En ocasiones, la jurisprudencia emitida tanto por la Corte Suprema de Justicia, como 
por la Corte Constitucional ha producido resultados contradictorios en lo que se refiere a la 
estabilidad laboral de las personas con discapacidad. Desafortunadamente, dicha jurisprudencia ha 
generado un alto nivel de confusión en relación con las reglas aplicables y ha generado una 
profunda prevención por parte de empleadores hacia la contratación de personas con discapacidad 
por los riesgos legales que ello implica, los cuales serán explicados más adelante. 

A esto se suma una creencia de que tener una discapacidad es sinónimo de incapacidad para 
laborar, pues se cree que las personas con discapacidad presentan altos índices de ausentismo, son 
menos productivas, más propensas a sufrir accidentes de trabajo y es muy costoso adoptar los 
ajustes que requiere. En Colombia y otros países se han documentado múltiples casos exitosos que 
desvirtúan dichos estereotipos. Las empresas que han vinculado personas con discapacidad, han 
constatado en la mayoría de los casos que presentan un rendimiento igual y en ocasiones superior 
al resto de trabajadores, así como que en la mayoría de los casos se caracterizan por su 
responsabilidad y sentido de pertenencia y que en ocasiones han liderado los protocolos de 
seguridad. 

En otros países se ha documentado cómo la contratación de personas con discapacidad es de hecho 
beneficiosa para las empresas, en tanto implica el acceso a nuevos mercados, la innovación en la 
realización de los negocios, la reducción de costos en capacitación y retención de personal y en 
litigios29. 

Según información provista por Pacto de Productividad, el 52,3% de la población con discapacidad 
está en edad productiva, pero sólo el 15,5% tiene algún tipo de trabajo. El Banco Mundial estima 
que un país como Colombia pierde entre el 5.35% y el 6.97% de su PIB al no incluir laboralmente a 
las personas con discapacidad en edad productiva30. 

Los ajustes que deben adoptarse para acomodar las necesidades de una persona con discapacidad 
vinculada laboralmente a una empresa, en su mayoría no representan costos desproporcionados 
para el empleador y encontramos diversos ejemplos exitosos de adopciones de tecnologías 
comunicacionales, modalidades laborales y estrategias innovadoras de inclusión.  

Es crucial entonces que el sector empresarial haga parte central de una estrategia que resulte en la 
inclusión laboral de las PCD y que a su vez redunde en beneficio de trabajadores/as y 
empleadores/as.   

                                                             
29 Ver por ejemplo, Australian Network on Disability for Employers Making a Difference. Business Benefits of 
Hiring People with a Disability. Disponible en: http://www.and.org.au/pages/business-benefits-of-hiring-
people-with-a-disability.html (consultada el 13/01/2013); Talent Knows No Limit. A California public 
education resource for the employment of people with disabilities. Facts and Myths. Disponible en: 
http://www.talentknowsnolimits.info/facts-emp.html (consultada el 13/01/2013); Departamento de 
Trabajo de Estados Unidos. Employers and the ADA: Myths and Facts. Disponible en: 
http://www.dol.gov/odep/pubs/fact/ada.htm (consultada el 13/01/2013) 
30 Presentación Pacto de Productividad. 

http://www.and.org.au/pages/business-benefits-of-hiring-people-with-a-disability.html
http://www.and.org.au/pages/business-benefits-of-hiring-people-with-a-disability.html
http://www.talentknowsnolimits.info/facts-emp.html
http://www.dol.gov/odep/pubs/fact/ada.htm
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4. APORTES DEL PROGRAMA PACTO DE PRODUCTIVIDAD A LA INCLUSIÓN 
LABORAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN COLOMBIA 

El Programa Pacto de Productividad31 es una iniciativa promovida y financiada por el Banco 
Interamericano de Desarrollo BID, la Fundación Corona, la Fundación Saldarriaga Concha, la 
Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia APC y el Servicio Nacional de 
Aprendizaje SENA. 

El propósito del Programa es “generar un modelo, con atributos de sostenibilidad y réplica, que 
permita cualificar y encadenar la oferta de servicios relacionados con la inclusión laboral de las 
PCD, contribuyendo con su inclusión económica y social como trabajadores generadores de 
crecimiento económico, desarrollo y consumo”32. 

Este Programa, que inició su ejecución técnica en Septiembre de 2009, se desarrolla 
simultáneamente en las ciudades de Bogotá, Medellín, Cali y Pereira con el apoyo de las Cajas de 
compensación familiar Cafam, Comfenalco - Antioquia, Comfandi y Comfamiliar – Risaralda, 
respectivamente.  

El Programa está organizado en cuatro componentes que se ejecutan en forma simultánea y se 
concentran en las distintas poblaciones objetivo, siendo sus propósitos: 

• Componente I “Movilización del sector empresarial”: sensibilizar a las empresas acerca 
de las potencialidades de las personas con discapacidad y la posibilidad de incluirlas 
laboralmente con sus correspondientes beneficios; además de articular a las empresas con 
los demás actores que participan en la inclusión laboral de personas con discapacidad. La 
meta al finalizar el programa es la sensibilización de al menos 300 empresas industriales, 
comerciales y de servicios y 100 empresas comprometidas con incluir 500 PCD (lo que 
incluye la capacitación a 340 jefes y colaboradores). 
 

• Componente II “Fortalecimiento de las instituciones de inclusión laboral”: cualificar la 
oferta de servicios de inclusión para mejorar el impacto social de estas organizaciones en 
los procesos de inclusión laboral y entrar en contacto con la población con discapacidad 
para su caracterización. La meta al finalizar el programa es el fortalecimiento de 40 
instituciones de inclusión laboral (incluyendo la capacitación a 120 profesionales) y la 
caracterización de 2.000 PCD. 
 

• Componente III “Formación para el trabajo”: promover que los Centros de formación del 
SENA ofrezcan capacitación a las personas con discapacidad con base en sus conocimientos 
y destrezas, teniendo en cuenta la demanda empresarial y garantizando condiciones de 
equiparación de oportunidades. Incluye la promoción de condiciones de equiparación de 
oportunidades y la implementación de ajustes razonables. La meta al finalizar el programa 
es la formación para el trabajo de 1.000 PCD  según la demanda empresarial local y la 
formación de 200 instructores/as para el trabajo. 
 

• Componente IV “Articulación y difusión del Programa”: crear canales y estrategias que 
articulen a los actores involucrados en la inclusión laboral, creando dinámicas que validen 

                                                             
31 Ver, www.pactodeproductividad.com (consultada el 13/01/2013) 
32 Documentos internos. Presentación del Programa Pacto de Productividad. 

http://www.pactodeproductividad.com/
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el Modelo a implementar. La articulación de los actores es una estrategia central del 
Programa, prevista para crear dinámicas regionales de inclusión laboral de las personas con 
discapacidad, que sigan funcionando localmente una vez terminado el Programa. La meta al 
finalizar el programa es la realización de una campaña de sensibilización dirigida a 
empresarios y tomadores de decisión sobre la importancia de la inclusión laboral de las PCD 
y la realización de una propuesta de mejora del marco normativo que regula la inclusión 
laboral de PCD (que incluye aportes a los planes de desarrollo). 

Dentro de los principales avances del Programa reportados a septiembre 15 de 2012 pueden 
contarse los siguientes: 

Bajo el componente I (Movilización del sector empresarial): 

• Diagnóstico de barreras para la inclusión laboral de personas con discapacidad con 
participación de 155 personas. 

• 1.191 empresas formadas y 311 capacitadas sobre la importancia de la inclusión laboral de 
PCD. 

• 102 empresas interesadas en desarrollar procesos de inclusión laboral. 
• Capacitación a 920 Gerentes, jefes de gestión humana y colaboradores de las empresas 

vinculadas. 
• Metodología, herramientas y personal formado en procesos de diagnóstico empresarial. 

Bajo el componente II (Fortalecimiento a instituciones de inclusión laboral): 

• 53 entidades de inclusión laboral que terminaron la primera fase de fortalecimiento. 
Capacitación a 176 profesionales. 

• Programa de fortalecimiento técnico: 
o Sesiones grupales 
o Sesiones individuales 
o Planes de mejora 
o Herramientas de seguimiento 

• 3.723 registros de PCD actualizados (en alianza con instituciones locales) 

Bajo el componente III (Formación para el trabajo): 

• Diagnóstico sobre equiparación de oportunidades para PCD en los Centros de formación de 
cada Regional del SENA. 

• 675 personas inscritas en diferentes modalidades de formación para el trabajo en el SENA. 
• 2 cursos ajustados para personas con discapacidad cognitiva en proceso de implementación 

en otras Regionales en articulación con las instituciones de inclusión laboral. 
• En proceso de diseño de un curso de capacitación para Instructores de formación para el 

trabajo. 

Bajo el componente IV (Articulación y difusión del programa): 

• Estrategia de comunicaciones implementada. 
• Documento sobre buenas prácticas de inclusión laboral y video en formatos accesibles. 
• Comités de Apoyo Local en cada ciudad, con participación intersectorial. 
• Sistema de información y articulación entre el sector empresarial y las instituciones de 

inclusión. 
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• Aportes del Programa a política pública. 

Como alianza estratégica intersectorial, el Programa Pacto de Productividad tiene como 
beneficiarios a las PCD auditiva, visual, física, intelectual o con sordoceguera, a los jefes y 
colaboradores de las empresas y a los y las profesionales de las instituciones de inclusión laboral, 
que se estiman en un total 1.891 personas beneficiadas. 

Así, el Programa ha beneficiado a 795 PCD, el 39% de ellas mujeres y el 61% de ellas hombres, 
mediante su formación para el trabajo y su vinculación al ámbito laboral. 69% de las personas 
pertenecen a un nivel socioeconómico bajo y 30% a un nivel medio. 

Pacto de Productividad cuenta con 34 empresas vinculadas en Bogotá, 26 en Medellín, 24 en Cali y 
17 en Pereira, de las cuales 49 son grandes empresas, 26 medianas, 22 pequeñas y 5 
microempresas y 58 pertenecen al sector servicios, 32 al sector industrial y 12 al sector comercial.  

El impacto de la implementación del modelo desarrollado por Pacto de Productividad es innegable 
y sus logros evidencian la clara importancia y gran efectividad de una alianza intersectorial que 
enfatiza la corresponsabilidad de todos los sectores involucrados en la inclusión laboral de las PCD. 

IV. METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 

La “Consultoría sobre normatividad en materia de inclusión laboral para personas con discapacidad” 
contempló la realización de las siguientes actividades: 

a. Recopilar toda la información relevante sobre la normatividad vigente que tenga relación 
con la inclusión laboral de personas con discapacidad, así como la documentación de los 
debates y la jurisprudencia al respecto.  

b. A partir de la regulación (leyes, decretos, reglamentaciones, fallos) y jurisprudencia 
disponible, identificar los vacíos de regulación y de política para asegurar la garantía del 
derecho al trabajo para personas con discapacidad. Producir un documento con el estado 
del arte en este tema, el cual además identifique y describa sus vacíos. 

c. Recopilar los análisis e interpretaciones realizados por expertos, que resulten relevantes y 
útiles en la coyuntura actual.  

d. Realizar un análisis detallado y comparativo de los puntos de vista, perspectivas y 
argumentos expuestos por diferentes grupos de interés en torno a los procesos de 
protección de derechos e inclusión laboral de personas con discapacidad. Incluir una 
caracterización de estos actores según sus posturas/motivación y su nivel de 
poder/influencia. 

e. Analizar la información relevante producida por el Programa Pacto de Productividad, de 
cara a los vacíos regulatorios y de política pública, para garantizar una efectiva inclusión de 
este grupo en el mercado laboral.  

f. Identificar y cualificar los aportes potenciales del Programa Pacto de Productividad frente a 
dichos vacíos regulatorios y de política.  

g. Proyectar propuestas de lineamientos de política pública y/o ajustes regulatorios que 
favorezcan la inclusión laboral de personas con discapacidad. 

h. Elaborar una propuesta de estrategia operativa para poner en marcha procesos de 
incidencia pública a partir de los análisis y propuestas de alternativas resultantes de la 
consultoría. 
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i. Realizar un diseño de talleres para la capacitación de 30 Inspectores de Trabajo en cuatro 
ciudades del país. 

La recopilación de información para completar las actividades arriba listadas se hizo mediante la 
revisión documental, la realización de entrevistas abiertas a líderes de las federaciones y redes 
existentes de personas con discapacidad, abogados laboralistas y mediante la realización de 
cuestionarios a representantes del sector empresarial. Todas las actividades se realizaron entre el 1 
de noviembre de 2012 y el 10 de enero de 2013. 

La revisión documental de la normativa en Colombia se realizó a través de bases de datos 
especializadas como Lex Base y la compilación de documentos producidos anteriormente por los 
consultores y por el Programa Pacto de Productividad. La compilación de información de doctrina y 
posiciones expertas sobre el tema objeto de la consultoría se realizó a través de la revisión de 
publicaciones jurídicas y la búsqueda en bases de datos académicas. Para el análisis de políticas 
públicas sólo se consideraron los documentos CONPES, pues el análisis de políticas públicas locales 
está fuera del alcance del presente proyecto. 

La identificación de vacíos y problemas actuales se fundamentó en los resultados obtenidos a través 
de entrevistas y cuestionarios dirigidos a los actores identificados que intervienen en el proceso de 
inclusión laboral de las personas con discapacidad y en los documentos producidos por Pacto de 
Productividad en el cumplimiento de su misión. 

Para la documentación de las percepciones y principales problemas identificados por el 
movimiento asociativo se desarrollaron sesiones de grupo con las federaciones y redes existentes 
en las cuales se utilizó una metodología de entrevista abierta moderada. En cada una de las sesiones 
el consultor introdujo el tema y abrió la discusión sin apartar o dirigir la atención a un tema 
específico y sin confirmar o plantear una tesis preconcebida, con el objetivo de incentivar una 
participación activa por parte de los y las participantes y de observar los acuerdos y desacuerdos en 
relación con cada uno de los temas generales planteados. 

Para la documentación de las percepciones y problemas identificados por parte del sector 
empresarial y los gremios, el equipo consultor diseñó un cuestionario (Ver anexo A) que fue 
enviado el 13 de noviembre de 2012 a un total de 33 empresas y grupos. Si se tiene en cuenta que 
algunas encuestas fueron diligenciadas a nombre de Grupos Empresariales, el cuestionario llegó a 
89 empresas colombianas que emplean un total de 149.950 trabajadores. Las encuestas 
respondidas representan el 88% de las empresas consultadas. La gran mayoría de las empresas son 
de diferentes ramos de la economía y con ámbito Nacional, Multilatino y Multinacional, igualmente 
la mayoría tienen sede en Medellín, dado que la experticia y red de contactos del consultor 
encargado de recopilar la información se centra en esta ciudad, la cual es el domicilio de 
importantes empresas y grupos empresariales del país. 

Para la documentación de las percepciones y problemas identificados por parte de las instituciones 
que hacen inclusión laboral se entrevistó a Germán Barragán, quien ha liderado el proceso de 
fortalecimiento de dichas instituciones dentro de los proyectos desarrollados por Pacto de 
Productividad. Adicionalmente se consultaron los informes finales preparados por Pacto de 
Productividad  

Finalmente, con el fin de obtener información sobre la percepción por parte de las autoridades 
competentes, se remitió un modelo de encuesta al Ministerio de Trabajo (Ver Anexo), para ser 
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respondida por Inspectores e Inspectoras de Trabajo, la cual, a la fecha de la preparación del 
presente informe no había sido respondida. 
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P R I M E R A  P A R T E :  P E R C E P C I O N E S  D E  
A C T O R E S  C L A V E S  S O B R E  L A  I N C L U S I Ó N  

L A B O R A L  D E  P C D  E N  C O L O M B I A  
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V. PERCEPCIONES DE ACTORES CLAVE RESPECTO DE LA 
INCLUSIÓN LABORAL DE PCD 

En el desarrollo de la presente consultoría se realizaron investigaciones, encuestas y grupos de 
trabajo con los principales actores involucrados en la materialización de la inclusión laboral de PCD, 
en donde se evidenciaron cuáles son las visiones, temores y recomendaciones de las federaciones y 
redes nacionales representantes de las PCD, el sector empresarial, instituciones que adelantan 
programas de inclusión laboral y otras entidades.  

1. MOVIMIENTO ASOCIATIVO 

1.1. ANTECEDENTES 

Como se mencionó anteriormente, las personas con discapacidad están representadas en el Consejo 
Nacional de Discapacidad por medio de la presencia de representantes de seis organizaciones 
nacionales de PCD según el tipo de discapacidad. Estas organizaciones son el resultado de la 
actividad desarrollada por las mismas PCD, sus familias y otros grupos sociales, para resolver parte 
de sus necesidades e intereses, y para obtener de la sociedad y del Estado  reconocimiento, apoyo, 
acceso a los bienes y servicios, respuestas adecuadas e incidencia política. 

En el marco de la consultoría se llevaron a cabo seis sesiones de grupo con la participación de igual 
número de asociaciones, así:  

Nombre Representante y Cargo Fecha y hora de 
entrevista 

Fundamental Colombia Ivonne Romero, delegada de la 
Dirección 

26/11/12 – 2 a 3pm 

ASDOWN Colombia Mónica Cortés, Directora 26/11/12 – 3:15 a 4:15pm 
FENASCOL-Federación 
Nacional de Sordos de 
Colombia 

José Leal, Director de Movimientos 
Asociativos 

26/11/12 – 4:30 a 5:30pm 

SURCOE - Asociación 
Colombiana de Sordociegos 

Luz Enith Narváez 27/11/12 – 8:30 a 9:30am 

FECODIF – Federación 
Colombiana de Personas con 
Discapacidad Física 

Humberto Eslava, Secretario de la 
Junta Directiva de FECODIF 

27/11/12 – 3:45 a 5:30pm 

CONALIVI - Coordinadora 
Nacional de Organizaciones de 
Limitados Visuales 

Fernando Lancheros, Presidente 28/11/12 – 4 a 5pm 

Tabla No. 1 – Representantes del Movimiento Asociativo Entrevistados/as 

Para el desarrollo de las sesiones, la metodología empleada fue la de entrevista abierta, la cual fue 
moderada por el consultor Dean Lermen. La pregunta introductoria planteada en cada una de las 
sesiones se orientó a determinar si la legislación actual permite dar soporte, garantías reales y 
estabilidad jurídica a todos los sectores que deben impulsar, propiciar y garantizar la plena 
participación de las personas con discapacidad en la actividad económica del país, generando 
riqueza, empleo, autoempleo o vinculación laboral y si sería necesaria una nueva normatividad 
estructurada mediantes acuerdos con el Sector Empresarial y el Estado. 
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La agenda de cada sesión fue la siguiente: 

1. Presentación de la Consultoría. 
2. Acuerdo sobre los temas a examinar y a discutir (relacionados con la inclusión laboral, 

el marco legal y los que se desprendieron de estos dos). 
3. Preguntas construidas por los interlocutores para favorecer el diálogo. 
4. Recomendaciones del Movimiento Asociativo. 
5. Conclusiones. 

Las discusiones realizadas permitieron analizar el marco constitucional, legal y jurisprudencial de 
la inclusión laboral de las personas con discapacidad, así como el contenido de las obligaciones 
adquiridas por el Estado Colombiano con la firma y ratificación de varios instrumentos 
internacionales en materia de acciones afirmativas, discriminación negativa y derechos de las 
personas con discapacidad. También se dejó planteada la  posibilidad de negociar, con  el Sector 
Empresarial y con el Estado, una nueva norma legal que facilite a todos los sectores la comprensión, 
la aplicación y la efectividad de los derechos, deberes y garantías que informan el concepto y la 
práctica de la inclusión laboral de las personas con discapacidad.  

Para el desarrollo de las sesiones se utilizó una metodología abierta que permitiera obtener, de 
los/as participantes, información veraz sobre el grado de conocimiento del tema, expectativas 
sobre el mismo y críticas, entre otros aspectos, con el fin de llegar a conclusiones que lleven a 
construir recomendaciones acertadas. 

1.2. COMENTARIOS Y RECOMENDACIONES COINCIDENTES ENTRE LAS 
FEDERACIONES Y REDES DE PCD 

Las personas representantes de las federaciones y redes entrevistadas coincidieron en los 
siguientes puntos como relevantes en la materialización de la inclusión laboral de las PCD: 

Para las personas con discapacidad y sus organizaciones es fundamental que todos los debates, 
diálogos y encuentros en Colombia, se den de forma tripartita, que la legislación, todas las normas y 
las políticas públicas en empleo para las personas con discapacidad sean el producto de una Mesa 
de Trabajo donde interactúen el Ministerio de Trabajo, las organizaciones nacionales de las 
personas con discapacidad, los empresarios y sus gremios. 

Esta Mesa de Trabajo debe asumir una primera agenda donde se destacan los siguientes temas: 

1. Capacitar para el empleo, la educación superior, el acceso y uso de las TIC, para que las 
personas con discapacidad sean competentes y competitivas en el mercado laboral. Se 
requiere formación y capacitación para el trabajo de acuerdo con la demanda del Sector 
Empresarial y teniendo en cuenta la especificidad de cada discapacidad. 
 

2. Establecer claramente quién debe financiar y realizar los ajustes razonables en los lugares 
de trabajo, tanto en las plantas físicas, como en estrategias comunicativas y de interrelación 
personales entre pares y empleadores/as y trabajadores/as con discapacidad. 
 

3. Desarrollar perfiles ocupacionales y profesionales, acordes con la especificidad de cada 
discapacidad. 
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4. Ampliar los incentivos al Sector Empresarial que incluyan estímulos a los/as 
empresarios/as que importen tecnología de punta para la inclusión laboral de las PCD. 
 

5. Capacitar a los/as Empresarios/as sobre la discapacidad. 

1.3. COMENTARIOS Y RECOMENDACIONES NO COINCIDENTES 

Dentro de los comentarios y recomendaciones que surgieron en las sesiones con las federaciones y 
redes y sobre los cuales no hay coincidencia, se destacan los siguientes: 

1. Existe una necesidad de articular las acciones y las fuentes de financiación para el 
desarrollo de proyectos y programas. 

2. El Estado debe direccionar, cofinanciar y supervigilar los servicios relacionados con la 
inclusión laboral. 

3. Debe promoverse una ley de cuotas que haga obligatoria la vinculación laboral de las 
personas con discapacidad en los sectores público y privado. 

4. Es importante generar compromisos y responsabilidades voluntarios en el sector 
empresarial, con base en el conocimiento y capacitación sobre las potencialidades, 
posibilidades, intereses, necesidades y condiciones específicas de la población con 
discapacidad. 

5. Debe contemplarse la posibilidad de realizar la firma de contratos laborales bajo la figura de 
la “asistencia legal”. 

6. Existe una clara necesidad de un régimen de pensiones claro y definido para las personas 
con discapacidad. 

7. La previsión de fuentes de financiación estatales para el autoempleo y la autogestión de las 
personas con discapacidad y sus organizaciones productivas. 

1.4. APRECIACIONES SOBRE EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 361 DE 1997 

En el desarrollo de las reuniones se dedicó tiempo a examinar el contenido del artículo 26 de la ley 
361 de 1997 y el impacto de esta norma en las posibilidades reales de vinculación laboral de las 
personas con discapacidad.  
 
A propósito de la norma en mención, las personas representantes de las federaciones y redes 
expresaron de forma clara y contundente que las PCD no conocen dicho artículo y por consiguiente 
no lo exigen ni demandan con base en él cuando se presenta la desvinculación laboral. 

Entienden que este artículo tiene un impacto negativo en el sector empresarial. No comparten esa 
posición pero la entienden. Y consideran que si la norma es un obstáculo o barrera imposible de 
superar, se vuelven necesarios las modificaciones, aclaraciones o ajustes que faciliten e impulsen la 
generación de empleo para PCD por parte de los/as empresarios/as en Colombia.  

Para las organizaciones de las personas con discapacidad es perfectamente claro que dichos ajustes, 
modificaciones o aclaraciones, deben ser producto de la concertación en la Mesa Trabajo tripartita. 
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2. CONSULTAS A JUECES/ZAS, ABOGADOS/AS Y ASESORES/AS LABORALES  

Considerando los operadores legales como actores claves que intervienen en la concreción de la 
relación laboral, el consultor Julio César Martínez remitió una encuesta a una muestra de abogados, 
abogadas, asesores laborales y miembros de la justicia laboral, así: 

Nombre Título o Cargo 
Humberto Jairo Jaramillo Asesor laboral de Empresas 
Santiago Villa R. Presidente de la firma legal Villa Asociados 
Lucía Lozano Díaz Abogada laboralista de la Empresa Schrader Camargo 

Ingenieros Asociados 
Carolina Camacho Directora Laboral de la Firma Legal Posse Herrera & 

Ruiz 
Magdalena Jiménez Abogada de la firma legal Esguerra Barrera Arriaga 

S.A. 
Andrés Felipe Mejía Ruiz Juez Segundo de Pequeñas Causas Laborales 
Tabla No. 2 Lista de jueces y asesores/as laboralistas encuestados/as 

Estos/as son considerados/as como unos de los actores sociales más relevantes en este estudio, ya 
que el concepto jurídico, alrededor de la discapacidad tiene una incidencia determinante en las 
empresas, sobre la decisión de vincular o no a PCD.  Las conclusiones extraídas de las respuestas 
obtenidas son las siguientes: 
 

1. Normalmente los/as abogados/as no recomiendan a las empresas la vinculación de PCD, 
por la rigidez que impone la ley para finalizar esos contratos, así sean por justa causa. 
 

2. Se les debe exigir a las EPS, la identificación y registro en sus sistemas de información de las 
PCD, tanto para el régimen contributivo, como para el subsidiado. Deben existir reglas 
legales más claras para PCD en sus transiciones entre el régimen contributivo y subsidiado, 
y se debe ilustrar más acerca de las circunstancias especiales de seguridad social en 
pensiones de las PCD. 
 

3. Existe preocupación por la rigidez de la estabilidad laboral de la Ley 361 de 1997, en la 
interpretación de los jueces de tutela, y manifiestan en su mayoría que los temores legales, 
nacen de la rigidez del sistema legislativo, la contradicción de las leyes y la interpretación de 
la jurisprudencia con visión constitucional. 
 

4. Algunas/os  abogadas/os sostienen que no se requieren más leyes, sino por el contrario, se 
debe brindar dar más y mejor formación sobre el tema a los/as funcionarios/as públicos/as 
y jueces que conocen este tipo de conflictos. 
 

5. Respecto al amparo de PCD en el ámbito laboral, existe una tesis de la Corte Constitucional 
de amparo absoluto, frente a una posición más moderada de la Sala Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia.  Todo lo anterior, dificulta el ingreso de PCD al trabajo.  
 

6. Se evidencia que hay preocupación respecto de las posiciones asumidas en algunos casos 
por los/as Inspectores/as del Ministerio de Trabajo, quienes en algunas ocasiones se 
abstienen de tomar decisiones en las autorizaciones de despido de PCD, en casos 
evidentemente necesarios. 
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7. A los/as abogados/as les inquieta la posición de la Corte Constitucional, que califican de 
“radical”, de exigir en la mayoría de los casos, la autorización de despido del Ministerio de 
Trabajo, así como también la demora injustificada de los/as Inspectores/as de Trabajo en 
los procesos administrativos de autorización de despidos. 
 

8. Aún se mantienen estereotipos frente a la productividad, las relaciones interpersonales que 
pueden sostener las PCD en el ámbito laboral y se manifiesta que sigue presente una gran 
barrera como lo son los bajos niveles educativos y poca formación productiva de las PCD.  
 

9. Según este grupo, es urgente flexibilizar la contratación laboral de PCD, tal como lo 
consagraba el artículo 137 del Decreto 019 de 2012, que elimina el permiso de despido 
cuando exista justa causa para terminar el contrato laboral de PCD.  
 

10. Por último, para las empresas que están comprometidas con la Inclusión Laboral de PCD se 
considera injusta la presunción legal, consistente en que el despido se dio en razón a la 
discapacidad, si no se acudió al Ministerio del Trabajo. Y prevalece la percepción en 
algunos/as abogados/as, que las contrataciones laborales de PCD, aún son muy tímidas, en 
donde algunas empresas lo hacen por solidaridad y en muy pocos casos obedece a una 
política empresarial de inclusión  y diversidad. 

3. CONSULTA A CAJAS DE COMPENSACIÓN FAMILIAR, GREMIOS 
EMPRESARIALES. EMPRESAS DE SERVICIOS TEMPORALES Y OTRAS 
ENTIDADES 

Se enviaron cuestionarios a los siguientes representantes de gremios empresariales, Cajas de 
Compensación Familiar, Empresas de Servicios Temporales, Universidades, corporaciones privadas 
y Administradoras de Riesgos Laborales, a través de la labor del consultor Julio César Martínez: 
 

Institución o Gremio Contacto Cargo Contestó 
Asociación Nacional de 
Industriales ANDI 

Catalina Peraffan Asistente Vicepresidencia Jurídica Sí 

Universidad Eafit Alberto Pérez Médico Salud Ocupacional No 
Universidad San 
Buenaventura 

Fabiola Inés Álvarez Jefe de Gestión Humana Sí 

Caja de Compensación – 
COMFAMA 

Andrés Blair Jefe de Gestión Humana Sí 

Caja de Compensación – 
CAFAM 

Luisa Fernanda Camacho Psicóloga Organizacional Sí 

Caja de Compensación – 
COMFENALCO 

Luz Cristina Saldarriaga Directora Gestión Humana No 

Fondo de Pensiones 
Protección 

Juan Pablo Arango Gerente Administrativo No 

Ahora – Servicios 
Temporales 

Angela Tangarife Gerente Sí 

Manpower Group – 
COLOMBIA 

Clara Marcela Jaramillo Gerente Responsabilidad Social Sí 

PTA–Servicios Temporales Claudia Pilar Rodríguez Jefe de Operaciones Sí 
Tabla No. 3 Lista de Cajas de Compensación, Empresas Temporales y otras encuestadas  

De las anteriores diez instituciones y gremios, se obtuvo respuesta de siete: ANDI, Comfama, Cafam, 
Universidad San Buenaventura, Ahora, Manpower y PTA. 



24 
 

3.1. CAJAS DE COMPENSACIÓN FAMILIAR 

 
3.1.1. CAFAM 

La Caja de Compensación CAFAM cuenta con 7.711 trabajadores y trabajadoras y hace parte del 
Programa Pacto de Productividad. CAFAM como aliada del Programa Pacto de Productividad, está 
comprometida con la inclusión laboral de PCD y ha iniciado esta práctica con vinculación de 
aprendices técnicos y universitarios con discapacidad. Expresa tener total claridad de la legislación 
y sus beneficios tributarios. Sin embargo, se constató que frente a la discapacidad se tienen temores 
legales y aún persisten mitos acerca de la contratación laboral de PCD, tanto sociales como 
laborales.  
 
Frente a la pregunta sobre qué empresas conocen que vinculen PCD destacan, la Organización 
Internacional de Turismo, G45, Centro Comercial Gran Estación, WOK, Colcafé y Mac Donalds.  
  
Como recomendación, anotan que una de las modificaciones urgentes que se requiere en la parte 
legislativa, es otorgar nuevamente con fuerza jurídica el artículo 137 del Decreto-Ley 019 de 2012, 
para darle tranquilidad a las Empresas e incentivar la contratación laboral de PCD en el país, dicha 
disposición, ya derogada por la Corte Constitucional establecía en su inciso final “no se requerirá de 
autorización por parte del Ministerio de Trabajo cuando el trabajador limitado incurra en alguna de 
las causales establecidas en la ley como justas causas para dar por terminado el contrato, siempre se 
garantizará el derecho al debido proceso”.     
 

3.1.2. COMFAMA 

Pertenecen a COMFAMA un total de 4.000 empleados y empleadas. Al igual que CAFAM, consideran 
que la no contratación de personas con discapacidad, obedece a mitos, miedo y desconocimiento. 
Actualmente tienen registro de diez personas con discapacidad entre sus afiliados y reciben 
asesoría de la Administradora de Riesgos Laborales - ARL SURA y del Comité de Rehabilitación, 
organización localizada en Medellín. 
 
Reportan que para considerar futuras vinculaciones laborales de personas con discapacidad, harían 
un análisis especial de cada caso. 
 

3.2. GREMIOS EMPRESARIALES  

Se contó con la participación de la Asociación Nacional de Industriales –ANDI-, la cual cuenta con 
1.164 empresas afiliadas y reportó que la inclusión laboral de PCD es promovida dentro de 
aquellas.  La Asociación avala el principio de la eliminación de la discriminación del empleo y la 
ocupación del Pacto Global33. Actualmente tiene 26 Empresas afiliadas que participan activamente 
con el Programa Pacto de Productividad y algunas de ellas ya tienen vinculadas laboralmente a PCD. 

                                                             
33 El Pacto Global o Pacto Mundial, se refiere a una iniciativa de Naciones Unidas, descrita como una 
“iniciativa voluntaria, en la cual las empresas se comprometen a alinear sus estrategias y operaciones con 
diez principios universalmente aceptados en cuatro áreas temáticas: derechos humanos, estándares 
laborales, medio ambiente y anti-corrupción. Por su número de participantes, seis mil en más de 135 países, 
el Pacto Mundial es la iniciativa de ciudadanía corporativa más grande del mundo.”.  En: 
http://www.unglobalcompact.org/Languages/spanish/index.html  

http://www.unglobalcompact.org/Languages/spanish/index.html
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Como gremio, conoce ampliamente las normas y los beneficios tributarios que la inclusión laboral 
brinda y considera que una de las razones fundamentales por las cuales se dificulta la contratación 
de PCD, es la estabilidad laboral reforzada, toda vez que se dificulta la terminación de los contratos 
laborales, así se esté ante la configuración de justas causas, que según la Asociación se ha reiterado 
en  jurisprudencia de estabilidad laboral reforzada. 
 
La ANDI considera que se requiere mayor claridad legislativa, para que la relación laboral con PCD 
tenga la flexibilidad para iniciarla y terminarla como cualquier relación, sin los obstáculos que 
plantea la estabilidad laboral, considera que de esta manera se reactivaría la inclusión laboral para 
PCD. 
 

3.3. EMPRESAS DE SERVICIOS TEMPORALES  

 
Se contó con la colaboración de tres empresas de servicios temporales, que en total cuentan con 
17.798 trabajadores/as en misión: Ahora (2.800), PTA (3.298) y Manpower (11.700). 
 
Estas Empresas asocian la inclusión laboral con igualdad de derechos y diversidad. Manifiestan que 
las Empresas de Servicios Temporales, tienen un mínimo de PCD en misión y que la iniciativa de 
contratarlas surge directamente de las empresas usuarias. Adicionalmente, las Empresas de 
Servicios Temporales, expresan ser muy temerosas con la vinculación laboral de PCD por la 
reiterada jurisprudencia de estabilidad laboral reforzada, que según ellos, suele ser muy restrictiva. 
Igualmente, reconocen que esta práctica la vienen implementando el Grupo Nutresa y los Centros 
Comerciales, en la contratación de personal de vigilancia. 
 
Según estas empresas, las razones que impiden la contratación de PCD, son la estabilidad laboral 
reforzada y las recomendaciones de asesores/as laborales de evitar ese tipo de contratos, por los 
riesgos legales que pueden acarrear ya que al manejar contratos temporales, se debe dar 
flexibilidad para terminarlos como cualquier trabajador/a en misión.     

3.4. UNIVERSIDAD SAN BUENAVENTURA 

La Universidad manifestó contar con un total de 750 personas empleadas, de las cuales ninguna es 
una persona con discapacidad. Caracteriza la inclusión laboral como “darle participación a la 
población de discapacitados en todos los espacios”. Ante la pregunta de si consideraría contratar 
personas con discapacidad, responde que sería interesante y un acto de responsabilidad social y 
que de considerar contratar PCD preferiría personas con discapacidad física. Manifiesta también no 
conocer empresas que vinculan PCD e identifica como barreras para la vinculación laboral los 
estereotipos existentes en cuanto a su desempeño y cumplimiento de resultados, además de las 
estructuras físicas de las empresas, que son inadecuadas. 
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4. PERCEPCIÓN DE LAS EMPRESAS 

Las Empresas encuestadas se relacionan a continuación: 

Empresa Contacto Cargo Ámbito de la 
Empresa 

Contestó 

Alimentos Polar – 
Colombia 

Gina Paola Castillo Gerente de Recursos Humanos Nacional Sí 

Augura John Jairo Gallego Gerente Gestión Humana Nacional 
 

No 

Avon Marcela Sañudo Jefe de Gestión Humana Multinacional No 

C.I. Hermeco Patricia Vahos Gerente Gestión Humana Nacional Sí 
Coltejer Mónica Arbeláez Directora Gestión Humana Nacional No 

Compañía de Empaques José Luis Arango Director Gestión Humana Nacional Sí 
Dislicores – DIALSA Juliett Salazar Directora Gestión Humana Nacional Sí 

El Colombiano Jorge H. Jaramillo Gerente Gestión Humana Nacional Sí 
Enlace Operativo – 

Compuredes 
Luisa Fernanda Salazar Directora Gestión Humana Nacional Sí 

Fabricato Marino Montoya Vicepresidente de Gestión Humana Nacional Sí 
Familia S.A. Luz Marina Hoyos Directora Gestión Humana Nacional No 

Grupo Bancolombia Enrique González B. Director de Relacionamiento Humano Multilatino Sí 
Grupo EPM Juan David Hoyos Director Gestión Humana Multilatino No 
Grupo Éxito Luz Angela Zuluaga Directora Responsabilidad Social Nacional Sí 

Grupo Mundial (6 
Empresas) 

Diego Viana Director Gestión Humana  
Multilatino 

Sí 

Grupo Nutresa (40 
Empresas) 

Damaris Giraldo Gerente Desarrollo Humano y 
Organizacional 

Multilatino Sí 

Grupo Sura (11 
Empresas) 

Juan Fernando Gaviria Gerente Asuntos Legales Multilatino Sí 

Holasa John Freddy Álvarez Asistente Vicepresidencia 
Administrativa 

 
Nacional 

Sí 

Hospital San Vicente Dora Arredondo Asistente Gestión Humana Medellín No 
Industrias Haceb Ricardo Arango Director Gestión Humana Nacional No 
Kimberly Clark Patricia Martínez Jefe de Salud Ocupacional Multinacional Sí 

Leonisa S.A. Víctor Pérez Gerente Gestión Humana Nacional Sí 

Marquillas S.A. Diana Zuluaga Directora Gestión Humana Nacional Sí 
Metro de Medellín Jorge Mario Tobón Gerente Administrativo Medellín Sí 
Moldes Medellín Luz Amanda González Directora Gestión Humana  

Nacional 
No 

Operadora Avícola (3 
Empresas) 

Jaime Palacio Gerente Corporativo de Gestión 
Humana 

 
Nacional 

Sí 

Organización Ardila 
Lule 

Luis Ángel Arango Vicepresidente de Gestión Humana  
Nacional 

No 

Organización Corona Flavia Victoria Arboleda Gerente Relaciones Laborales  
Multinacional 

No 

Owens Illinois – Peldar Julián Chaparro Gerente de Recursos Humanos Multinacional Sí 
Papelsa Beatriz Pineda Directora Gestión Humana Nacional No 

Prebel S.A. Angela Tirado Vicepresidente de Recursos Humanos Nacional Sí 
Premex Diego A. Gómez Gerente Gestión Humana Nacional Sí 

Superpack S.A. Juan Felipe Trujillo Gerente Medellín Sí 
Tabla No. 4 – Lista de Empresas encuestadas 
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De los 33 cuestionarios enviados, se recibieron 22 respuestas, entre las cuales se encuentran las 
remitidas por cuatro grupos empresariales que conglomeran a un total de 60 empresas, por lo que 
puede concluirse que se obtuvo información respecto de un total de 78 empresas, las cuales 
vinculan 149.950 personas34.  De este grupo de empresas que contestaron las encuestas sólo 
pertenecen a Pacto de Productividad las siguientes : Bancolombia, Metro de Medellín, Grupo Éxito, 
Leonisa y sólo una de las empresas del Grupo Nutresa: Colcafé. 
 
Para el sector empresarial en Colombia, la vinculación laboral de PCD, ha sido acogida como una 
práctica proveniente del campo de la responsabilidad social corporativa, en razón a los principios 
de desarrollo sostenible, la Inclusión y la diversidad, sin embargo, se ha evidenciado que gran parte 
de las/os empleadoras/es se abstienen de contratar PCD dentro de sus empresas en razón de las 
interpretaciones jurisprudenciales de la norma, especialmente aquellas emitidas por la Corte 
Constitucional.  
 
Se identifican así mismo ciertas representaciones estereotípicas de las PCD, como que aquella según 
la cual, su contratación implica la realización de complejos apoyos y ajustes razonables, tanto en 
estrategias de comunicación y  accesibilidad física, que conllevarían un costo mayor que la 
vinculación de una persona sin discapacidad. 
 
Por tanto ha sido recurrente que los/as empleadores/as manifiesten prevención y confusión frente 
a la contratación de PCD.  En primer lugar, se presentan disparidades conceptuales frente a las 
obligaciones que implican la estabilidad laboral reforzada de PCD, en razón a las distintas líneas 
jurisprudenciales de la Corte Constitucional y la CSJ, que han llevado a generalizar que al contratar 
una PCD y despedirla, se es objeto de la condena al pago de indemnizaciones y reintegros de 
trabajadores/as con discapacidad, en razón a una estabilidad laboral reforzada absoluta.  
 
Como primer resultado, la investigación arrojó que para un 22% de las empleadoras/es 
encuestadas/os la inclusión laboral se asocia como una política empresarial que pretender brindar 
iguales oportunidades para el acceso al trabajo, mientras que para un 71% de las empleadoras/es 
encuestadas/os la inclusión laboral corresponde  a una oportunidad de empleo e igualdad en 
condiciones laborales sin diferenciar género, raza o condición física o social. 
 

 
Gráfico N° 1. Concepto de inclusión laboral. 

                                                             
34 Este número hace referencia a las personas que las empresas reportaron tener vinculadas en total, en 
cualquier modalidad de contratación. Algunas empresas incluyeron contratos de aprendizaje. La empresa 
Alimentos Polar no reportó el número total de personas vinculadas, por lo que el dato provisto por las otras 
empresas equivale a 148.158. 
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De igual manera para solo un 5% de las empleadoras/es encuestadas/os la inclusión laboral, 
implica aquella posibilidad del ingreso al mundo laboral, para personas marginadas por razón a 
discapacidad, violencia y pobreza. Y un 2% de las empleadoras/es encuestadas/os no contestaron.   
      
Dentro de este grupo de empresas encuestadas, se determinó la cantidad de PCD y personas con 
calificación de pérdida de capacidad laboral actualmente vinculadas, en varios tipos de 
contratación, como se muestra en la siguiente tabla. Cabe anotar que las empresas interpretan la 
pregunta de formas variadas y algunas reportan tipo de discapacidad en diferentes categorías (por 
tipo, por origen, por diagnóstico, por momento de estructuración) otras lo hacen en relación con la 
calificación asignada por la Junta de Calificación de Invalidez, como se muestra a continuación. 
 

TIPO DE DISCAPACIDAD N° DE PERSONAS 
Auditiva 37 

Física 67 
Visual 2 

Cognitiva 7 
Aprendices del SENA – distintas discapacidades 111 

Aprendices con discapacidad cognitiva 39 
Discapacidades por Enfermedades Congénitas 2 

Personas con Paraplejia 2 
Discapacidades Físicas y Cognitivas adquiridas en la Empresa 398 

Calificaciones por Invalidez superiores al 25% 8 
Calificaciones por Invalidez inferiores al 25% 193 

Tabla N° 5 - PCD vinculadas al grupo de empresas encuestadas, según el tipo de discapacidad reportada. 

 
En relación con la asesoría o apoyo a de instituciones especializadas en programas de inclusión 
laboral, dentro de este grupo de las empleadoras/es encuestadas/os, se evidenció que el 81% no 
recibe asesoría, mientras que tan solo el 7% la recibe y cuenta con aliados como por parte del 
Programa Pacto de Productividad, SENA, El Comité de Rehabilitación, Los Álamos, Crear Unidos, 
Fundación Maestro Guillermo Vélez V., Aula Abierta y Amigos de Calor Humano. Y el 12% de los 
empleadores encuestados no respondieron. 
 

 
Gráfico N° 2 - Asesoría de instituciones de inclusión laboral. 
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En relación con la facultad para aprobar contrataciones laborales, se evidencio que en un 79% de 
las empresas encuestadas, se determinó que esta función recae sobre el/la Presidente/a o Gerente, 
y en un muy poco porcentaje en colaboración o designación al/la Gerente de gestión humana , o en 
sólo este directivo/a. 

 
Gráfico N° 3 - Facultad para aprobar contrataciones laborales. 

 
En relación con el conocimiento sobre normas legales que promueven la inclusión laboral de PCD, 
el 69% de las empresas encuestadas, respondió que sólo conocen los artículos 24 y 31 de la ley 361 
de 1997, un 19% no las conoce en detalle, mientras que un 7% no tiene un mayor conocimiento al 
respecto, tan solo un 3% dice conocer solamente los beneficios tributarios y un último 2% conoce 
normatividad en relación a personas sordas y la creación del Sistema Nacional de Discapacidad. 
 

 
Gráfico N° 4 - Conocimiento sobre normas legales de inclusión laboral de PCD 

 
Frente al conocimiento de los beneficios tributarios que contempla la ley por contratar PCD, el 83% 
dice conocerlos y un 17% no los conoce en detalle.  



30 
 

 
Gráfico N° 5 -  Conocimiento de beneficios tributarios. 

 
En relación con la disposición que manifiestan para contratar PCD en la empresa, los resultaron 
arrojaron que el 78% no lo están mientras se continúe con una legislación tan rígida y un 22% sí 
está dispuesto a contratar PCD. Entre quienes  no lo harían, algunos argumentan que no lo hacen 
por inaccesibilidad física. 

 

 
Gráfico N° 6 - Disposición de empleadores/as para contratar PCD. 

Ante el interrogante sobre el tipo de discapacidad por el que optaría de contratar PCD en su 
empresa, un 75% de las empresas encuestadas respondieron, que optarían por limitaciones en 
miembros inferiores, un 12% por discapacidad auditiva y 10% por discapacidad visual. Un 3% 
reporta no estar seguro. 
 

 
Gráfico N° 7 - Tipo de discapacidad por el que optarían de contratar PCD. 
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Al preguntar por cuáles empresas conoce que implementen programas de inclusión laboral, un 66% 
respondió no conocer ninguna empresa. Las empresas identificadas por los encuestados como 
empleadores de PCD son las siguientes: Nutresa, Contact Center, Colcafé, EPM, Metro de Medellín, 
Carrefour, Alkosto, Familia Sancela, Imusa, Corona, McPollo, Almacenes Éxito, Centro Comercial 
Gran Estación, Comfenalco, Maquiser, Bavaria, Hospital Pablo Tobón Uribe, Manpower, Jiro. 

 
En respuesta a las razones por las cuales creen que se dificulta la vinculación de personas con 
discapacidad en general, un 87% de las empresas encuestadas, respondió que las sentencias 
sobreprotectoras,  la falta de claridad sobre la estabilidad reforzada y la flexibilidad para terminar 
los contratos. Un 9% dice que debido a problemas de inaccesibilidad física, seguridad industrial y 
salud ocupacional y un 2% dice que se debe a falta de conciencia o responsabilidad social. 
 

 
Gráfico N° 8 -  Razones que dificultan la vinculación laboral de PCD. 

El Programa Pacto de Productividad ha producido información acerca del comportamiento de las 
empresas vinculadas frente a la contratación de las personas con discapacidad que muestra que los 
temores legales manifestados por las empresas siguen siendo la principal barrera para la 
contratación de personas con discapacidad, lo que en el desarrollo del programa muestra que de 
130 empresas acompañadas sólo 60 han efectivamente iniciado procesos de contratación con PCD 
(Ver Anexo). 
 

4.1. RECOMENDACIONES POR PARTE DE LAS/OS EMPLEADORES/AS FRENTE AL 
MARCO LEGAL DE CONTRATACIÓN DE PCD EN COLOMBIA 

 
Ante lo que interpretan como una legislación restrictiva sumada a parámetros jurisprudenciales 
que actualmente rigen la contratación laboral de PCD en Colombia, el 79% de las empresas 
encuestadas manifestaron que se hace necesario levantar la estabilidad laboral reforzada para 
los/as trabajadores/as que sean contratados/as, teniendo como causa su discapacidad y sólo 
aplicar la estabilidad laboral para aquellos/as trabajadores/as que adquieran una discapacidad 
durante la vigencia de su contrato.  
 
Por otra parte, un pequeño porcentaje del 7% recomienda que se informe y se brinde mayor 
claridad legislativa en el alcance de la estabilidad laboral reforzada y la debilidad manifiesta. Un 5% 
recomienda mayor flexibilidad para el despido o terminación de contrato, un 2% manifiesta la 
necesidad de tener la posibilidad de terminar el contrato por justa causa, como lo establecía el 
Decreto Anti-trámites.    
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También se solicitó por parte de los/as empresarios/as la implementación de un proceso 
administrativo ágil, para terminar un contrato de persona con discapacidad (2%), así como también 
que no se exija el certificado semestral, para descontarse el valor del impuesto (2%), y tan solo un 
1% recomendó generar mejores beneficios tributarios. Por último un 2% expresó que no es 
necesario modificar el marco legislativo de la discapacidad.   
 

4.2. PRINCIPALES CONCLUSIONES RESPECTO DE LA PERCEPCIÓN DE LA INCLUSIÓN 
LABORAL POR PARTE DE LAS EMPRESAS 

Con base en las encuestas recibidas, pueden hacerse las siguientes afirmaciones: 
 

1. Un gran número de las empresas consultadas, asocian la inclusión laboral, como una política 
empresarial de dar oportunidades iguales al trabajo a las PCD. 

 
2. El número de PCD vinculadas por estas empresas es mínimo, frente al potencial de 

población encuestada.  Algunas empresas aprovechan la encuesta para reportar los 
trabajadores/as que han adquirido discapacidades de origen laboral y común, durante la 
vigencia de los contratos.  La mayoría de las Empresas reportan que no tienen asesoría de 
instituciones especializadas en discapacidad y sólo unas pocas, relacionan algunas 
entidades, entre ellas, Pacto de Productividad. 

 
3. La facultad de la contratación laboral, en primera instancia la tiene el Presidente o Gerente 

General y en otros casos, la comparte con el área de Gestión Humana. 
 

4. En cuanto al conocimiento sobre normas legales que promuevan la vinculación de PCD, a 
pesar de que la mayoría la asocian a la Ley 361 de 1997, no hay un conocimiento claro y 
detallado sobre la normatividad aplicable.  

 
5. Se presenta conocimiento por parte de las empresas, acerca de los beneficios tributarios, 

pero dada la incertidumbre y poca certeza que se tiene sobre la inclusión laboral y les da 
temor contratar PCD, ante lo cual la mayoría de empresas, coinciden en que las mayores 
preocupaciones son la estabilidad laboral reforzada, la excesiva protección legal y la 
dificultad para terminar la relación laboral. 

 
6. En cuanto a la disposición de contratar personas con Discapacidad, la mayoría revela que no 

lo haría, mientras se mantenga la rigidez en la legislación, igualmente se evidenció que el 
sector empresarial optaría mayoritariamente en una eventual decisión de contratar PCD 
física. 

 
7. Al indagar por el conocimiento de empresas que vinculen laboralmente PCD, las que más SE 

mencionan son: El Grupo EPM, Metro de Medellín, Contact Center, Colcafé, Grupo Nutresa, 
Alkosto y Carrefour. 

 
8. Para  la inmensa mayoría de las empresas consultadas, se aluden como barrera para la 

vinculación laboral de PCD, la poca claridad legislativa, la dificultad para realizar despidos, 
las sentencias sobreprotectoras y les preocupa la situación de la estabilidad laboral 
reforzada.  En menor medida, pero se planteó como preocupaciones y posibles barreras, las 
condiciones de accesibilidad física y los eventuales problemas de seguridad industrial. 
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9. También es claro y se constató en las consultas realizadas, que empresas que habían 
iniciado procesos de vinculación laboral de PCD en el año 2011, al proferirse el fallo de la 
Corte Constitucional que declaró inexequible el artículo 137 del Decreto-Ley 019 de 2012, 
inmediatamente frenaron su política de inclusión laboral, en tanto interpretaron dicha 
decisión como una imposibilidad de despedir PCD por justa causa. 

 

5. INSTITUCIONES QUE ADELANTAN PROGRAMAS DE INCLUSIÓN LABORAL  

Otro actor importante en la ejecución de procesos de inclusión laboral de PCD, son las instituciones  
que realizan procesos y prestan uno o varios servicios dirigidos a propiciar la inclusión laboral de 
personas con discapacidad. En términos generales, estas instituciones prestan acompañamiento y 
fortalecimiento técnico a las empresas y a las personas con discapacidad.  

Las instituciones que realizan procesos de inclusión laboral pueden incluir entidades de 
rehabilitación, instituciones, organizaciones, asociaciones, fundaciones, corporaciones u ONG, entre 
otras, que adelantan una o varias actividades directamente relacionadas con la inclusión laboral35.  

Durante una entrevista realizada en diciembre de 2012 por la consultora Andrea Parra con Germán 
Barragán, coordinador del programa de fortalecimiento de instituciones de inclusión laboral 
desarrollado por Pacto, éste manifiesta que las instituciones han identificado diversos obstáculos 
derivados del marco legal existente en Colombia, los cuales impiden la inclusión laboral de las PCD. 
Dichos obstáculos son: 

1. Protección laboral reforzada. Existe poca claridad sobre cómo debe tramitarse el 
permiso ante el Ministerio de Trabajo para la terminación del vínculo laboral. En 
general, manifiesta que hay una perspectiva negativa frente al tema por parte de las 
instituciones. 

2. Capacidad jurídica e interdicción. Es un tema especialmente grave para la inclusión 
laboral de PCD cognitiva, pues no pueden establecerse vinculaciones formales por 
medio de contratos laborales con personas interdictas.  

3. Las instituciones identifican dificultades para general vínculos laborales formales 
cuando existen esquemas pensionales o de salud previos que se otorgan bajo otra 
modalidad. 

4. Existen dificultades para establecer contratos laborales cuando las PCD identifican un 
riesgo de perder beneficios no relacionados con el Sistema General de Seguridad Social 
como apoyos para vivienda del ICBF o subsidios otorgados por Alcaldías locales. 

5. El proceso de calificación de invalidez se constituye en una dificultad para hacer 
efectivos los beneficios tributarios para las empresas. Adicionalmente, existen múltiples 
problemas para el procedimiento de calificación por demoras injustificadas y trámites 
dispendiosos en el proceso. 

En su informe final de mayo de 2012, Pacto compendia los resultados del trabajo realizado a través 
de su Programa de Fortalecimiento, que implicaba la coordinación de actividades en cuatro 

                                                             
35 BARRAGÁN A. Germán. (Coord.) Inclusión laboral de personas con discapacidad. Manual del programa de 
fortalecimiento técnico para Instituciones de Inclusión Laboral. Programa Pacto de Productividad Bogotá, 
Colombia. 2012. p. 11 
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diferentes ciudades, Pereira, Cali, Medellín y Bogotá, en las cuales se programaron sesiones con más 
de cuarenta instituciones de inclusión laboral. 

5.1. PERCEPCIONES DE LAS INSTITUCIONES EN PEREIRA 

En Pereira Pacto realizó jornadas de formación grupal entre el 23 y el 29 de julio de 2011, a las que 
acudieron 22 personas en representación de 9 instituciones de inclusión laboral36. De acuerdo con 
el informe final, Pacto detectó un desconocimiento prevalente sobre el marco legal aplicable a la 
inclusión laboral de PCD. Durante las sesiones, las personas participantes identificaron como los 
temas de mayor preocupación, la interdicción, la protección laboral reforzada, los cubrimientos 
previos en salud y pensión y el proceso de calificación ante las juntas de invalidez. En la sesión se 
detectó la poca o nula capacidad y en algunos casos, disposición para prestar asesoría tanto a las 
PCD como a las empresas sobre estos temas concretos37.  En el transcurso de las sesiones surgió la 
discusión sobre si el rol que las instituciones de inclusión laboral deben cumplir un rol de 
acompañamiento ante los casos de despido de PCD. 

5.2. PERCEPCIONES DE LAS INSTITUCIONES EN BOGOTÁ 

Las sesiones en Bogotá tuvieron lugar en agosto de 2011, a las cuales asistieron en promedio 27 
personas por sesión en representación de quince instituciones de inclusión laboral, así como 
representantes de ARP Positiva, el SENA y CAFAM38.  

Durante el proceso de formación, Pacto pudo identificar que las instituciones tienen muchos 
referentes sobre las situaciones cotidianas que enfrentan pero no conocen a profundidad aspectos 
relacionados con la Convención de la ONU, la Ley Marco o los lineamientos del Ministerio de 
Trabajo.  

Así mismo, la discusión sobre la fase de contratación generó un gran debate entre las instituciones 
en relación con temas tales como la contratación directa entre las empresas y las instituciones, la 
coexistencia de beneficios pensionales como la pensión de invalidez vigente, el uso de contratos de 
prestación de servicios para no figurar como aportante al sistema de seguridad social39. Las 
instituciones enfatizan la necesidad de que las empresas conozcan todas las normas que impactan 
la contratación de una PCD. También surgieron como puntos de discusión la materialización de 
beneficios tributarios a empresas que contraten personas con discapacidad, las consideraciones 
frente a la desvinculación de una PCD a la luz del artículo 26 de la Ley 361/97 y el rol de las ARL en 
el proceso de contratación laboral40.  

5.3. PERCEPCIONES DE LAS INSTITUCIONES EN MEDELLÍN 

Las sesiones en la ciudad de Medellín tuvieron lugar en agosto y septiembre de 2011; participaron 
30 personas en representación de 11 instituciones.  Los temas identificados por las instituciones 
fueron los mismos que en las otras ciudades, haciendo referencia en especial al tema de la 
protección laboral reforzada. Como característica particular, en la ciudad hay aún un gran debate 
                                                             
36 BARRAGÁN A. Germán. Informe Final. Programa de Fortalecimiento Técnico. Mayo de 2012. p. 74  
37 Ibídem p. 72 
38 Ibídem p. 80 
39 Ibidem p. 86 
40 Ibídem 
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sobre figuras como la interdicción y los talleres protegidos. A diferencia de otras ciudades, en 
Medellín aún persiste una postura positiva desde actores tradicionales de mucho peso en la ciudad 
que trabajan en discapacidad41. 

El consultor Julio César Martínez remitió la encuesta referenciada en la sección anterior a una 
institución de inclusión laboral en Medellín: el Comité de Rehabilitación, que es una de las 
instituciones de referencia en el país en torno al trabajo con PCD, tiene más de 25 años de 
experiencia y una sólida estructura organizacional42. 

De acuerdo con la información obtenida, el Comité acompaña cerca de doce empresas en temas de 
vinculación laboral de PCD y durante el 2012 acompañaron dos proyectos exitosos de vinculación 
laboral. El Comité identifica como barreras para la inclusión laboral de PCD:  

• El desconocimiento de los empresarios sobre las capacidades y posibilidades de las PCD, en 
tanto creen que son inferiores, que son personas conflictivas o que sus familias lo son. 

• La existencia de un temor frente a la productividad, en tanto se cree que la vinculación de 
PCD afectará la productividad de la empresa negativamente. 

• Los perfiles y niveles de estudio exigidos resultan en la exclusión de las PCD de los procesos 
de vinculación porque las PCD están excluidas del sistema educativo y por tanto no cumplen 
los requisitos exigidos por las oficinas de gestión humana aunque estén debidamente 
capacitados para ejercer los cargos. 

• La existencia de un temor frente al régimen de protección laboral actual y el 
desconocimiento de la reglamentación que rige la contratación. 

Como parte de la solución frente al problema de inclusión laboral, el Comité identifica como 
opción la implementación de una ley de cuotas que exija a las empresas unos niveles mínimos 
de contratación de PCD sin que se deje de lado el fomento voluntario de esta contratación a 
través de los esquemas de beneficios tributarios. 

5.4. PERCEPCIONES DE LAS INSTITUCIONES EN CALI 

Las sesiones en Cali tuvieron lugar en septiembre de 2011. En relación con las discusiones sobre el 
marco legal existente se determinó que existen interpretaciones diversas sobre los diferentes temas 
relacionados con protección laboral reforzada, juntas de calificación y pensiones y se estableció que 
existe una urgente necesidad de aclarar dichas interpretaciones, socializar las alternativas 
encontradas por las instituciones y poner en común elementos que pueden sentar las bases para 
una futura agenda dirigida a incidir en los temas que se constituyen una barrera para la inclusión 
desde el marco legal43. 

Se identifica que el campo de mayor expectativa de las instituciones es lo legal, específicamente en 
lo relacionado con la fase de contratación44.  Al respecto, el Programa Pacto de Productividad ha 
evidenciado que la formación para el trabajo de las PCD no se encuentra acorde con la demanda 

                                                             
41 Observaciones de Germán Barragán, marzo 2013 
42 BARRAGÁN A. Germán. Informe Final, op.cit., p. 288 
43 Ibídem, p. 111 
44 Ibídem, p. 113 
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laboral existente, lo que ha desencadenado en que dichos procesos de formación no conlleven a una 
vinculación laboral estable45. 

Según lo expone Pacto, la formación para el trabajo de PCD se encuentra enmarcada dentro de la 
formación para el desarrollo humano y el trabajo, la cual se ofrece con el objetivo de complementar, 
actualizar, suplir conocimientos y formar en aspectos académicos o laborales sin sujeción al sistema 
de niveles y grados propios de la educación formal46.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

                                                             
45 Ibídem, p. 12                                                                                        
46 Ibídem, p.  13.  
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VI. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS IDENTIFICADOS PARA LA 
REALIZACIÓN DE LA INCLUSIÓN LABORAL DE PCD, MARCO 
NORMATIVO Y RECOMENDACIONES 

Para la consultoría se hizo la revisión de la normativa actual aplicable en Colombia, tanto nacional 
como internacional (Ver Anexo). En tanto uno de los objetivos de la consultoría es identificar vacíos 
en la regulación y en las políticas para asegurar el derecho al trabajo de las PCD, con base en las 
fuentes consultadas, se identificaron diversos problemas que impiden la inclusión laboral de las 
PCD, tanto desde el punto de vista del sector empresarial y sus asesores, como desde la perspectiva 
de las organizaciones asociativas y las instituciones de inclusión laboral. Por ello y también para 
facilitar su uso de referencia, en la presente sección se analizan dichos problemas a la luz del marco 
normativo existente y se plantean recomendaciones. 

1. PROBLEMA 1: LA CONFUSIÓN EN RELACIÓN CON EL CONCEPTO DE 
ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA Y LA INTERPRETACIÓN 
RESTRICTIVA DEL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 361 DE 1997 RESULTAN EN 
LA NO CONTRATACIÓN DE PCD 

Colombia es un Estado Social de Derecho y su marco jurídico constitucional y legal garantiza la 
protección de los grupos históricamente marginalizados como las comunidades indígenas y 
afrocolombianas, los niños y las niñas, las personas mayores, las mujeres, la población desplazada, 
las personas LGBTI y las PCD. 

Por ello, es obligación del Estado colombiano, tanto a la luz del derecho internacional que lo obliga, 
como del derecho interno, adoptar medidas orientadas a prevenir, eliminar y sancionar la 
discriminación existente contra estos grupos. 

La Corte Constitucional se ha pronunciado en relación con la marginación que las PCD deben 
afrontar no solo en el mercado laboral sino en todas las esferas sociales. Dicho Tribunal, ha 
reconocido cómo la discriminación en contra de esta población se ha tratado de una constante 
histórica la cual ha tenido unas características singulares debido a las particularidades de esta 
población, al ser reconocidas como unas minorías ocultas que han sufrido de invisibilidad a los ojos 
de los gobiernos y de la sociedad, y que tienen una gran heterogeneidad relativa al tipo de 
limitaciones o discapacidades47. Dicha marginación surge con base en el alto grado de ignorancia, 
prejuicios, negligencia o incomodidad manifestada por parte de las autoridades y la sociedad en 
general frente a la discapacidad y en la conjunción de discapacidades con otros tipos de 
discriminación, como aquellas basadas en el género de las personas, la orientación sexual o la 
identidad de género, la discriminación racial, entre otras formas de discriminación48. 
 
La protección a la estabilidad en el empleo respecto de todos los trabajadores, contemplada en el 
artículo 53 de la Constitución Política, es un principio que rige de manera general las relaciones 
laborales, lo cual supone que el cumplimiento estricto de las obligaciones propias que demanda el 
desarrollo del objeto del contrato de trabajo por parte del empleado, redunda en la conservación de 

                                                             
47  Ver entre otras, Corte Constitucional, Sentencias T-207 de 1999 MP. Eduardo Cifuentes Muñoz, C-
804 de 2009, MP María Victoria Calle y C-066 de 2013, MP. Luis Ernesto Vargas Silva. 
48  Ibídem. 
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su cargo, salvo que exista un procedimiento previo, o que se verifique alguna de las causales 
contempladas en la ley, para que el empleador pueda dar por terminada la relación de trabajo. 
 
La Corte Constitucional, en respuesta a la situación de marginación que enfrentan algunos grupos 
en particular en materia laboral, en múltiples pronunciamientos ha desarrollado el concepto del 
derecho fundamental a la “estabilidad laboral reforzada”49. Este derecho fundamental, es producto 
de una interpretación conjunta de, al menos, cuatro normas constitucionales que propenden por la 
protección especial de las PCD. Así, esta surge en primer lugar, del artículo 53 de la Constitución, 
que consagra el derecho a “la estabilidad en el empleo”50; en segundo lugar, del deber que tiene el 
Estado de adelantar una política de “integración social” a favor de aquellos que pueden 
considerarse “disminuidos físicos, sensoriales y síquicos”51, en tercer lugar,  del derecho que tienen 
todas las personas que “se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta” a ser 
protegidas “especialmente”, con miras a promover  las condiciones que hagan posible una 
igualdad “real y efectiva”52, y en cuarto lugar, del deber de todos de “obrar conforme al principio de 
solidaridad social”, ante eventos que supongan peligro para la salud física o mental de las 
personas53.  
 
 

                                                             
49 Corte Constitucional, Sentencia T-519 de 2003. 
50 Corte Constitucional, Sentencia T-1219 de 2005. 
51 Constitución Política, Artículo 47; Corte Constitucional, Sentencia T-263 de 2009. 
52 Constitución Política, Artículo 13; Corte Constitucional, Sentencia T-520 de 2008.  
53 Constitución Política, Artículo 95;  Corte Constitucional, Sentencia T-519 de 2003. 

¿Qué es la estabilidad laboral reforzada? 
La estabilidad laboral consiste en la garantía que tiene todo trabajador a permanecer en el 

empleo y a obtener los correspondientes beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la 
voluntad del patrono, si no existe una causa relevante que justifique el despido. (Corte 

Constitucional, sentencia C-470 de 1997) 
 

La estabilidad laboral reforzada se refiere a las garantías adicionales que deben gozar ciertos 
grupos particulares para que pueda terminarse su relación laboral.  

 
¿Quiénes tienen derecho a la estabilidad laboral reforzada? 

• Las mujeres embarazadas o en período de lactancia 
• Líderes sindicales con fuero sindical 
• Personas con discapacidad 
• Personas con una incapacidad vigente 

 
¿Cuáles son los elementos de la estabilidad laboral reforzada? 

• El derecho a conservar el empleo 
• El derecho a no ser despedido en razón de su situación de vulnerabilidad 
• El derecho a permanecer en el empleo hasta que se configure una causal objetiva que 

amerite la desvinculación laboral 
• El derecho a que el inspector de trabajo o la autoridad que haga sus veces autorice el 

despido con base en la verificación previa de dicha causal, a fin de que el despido pueda 
ser considerado eficaz. (Corte Constitucional, Sentencia T-132 de 2011) 
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El principio de estabilidad laboral reforzada no sólo se refiere a la situación laboral de PCD sino que 
además aplica al caso de mujeres embarazadas o en período de lactancia, a líderes sindicales con 
fuero sindical y a personas que adquieren una incapacidad por condiciones de salud en el curso del 
desarrollo de sus labores54. 
 
La Corte Constitucional se ha manifestado estableciendo cómo el derecho fundamental a la 
estabilidad laboral reforzada, no sólo se predica de las personas con discapacidad, sino de todos 
aquellos que tengan una afectación en su salud y que esa circunstancia les “impida o dificulte 
sustancialmente el desempeño de sus labores en las condiciones regulares”55  y se tema que en esas 
condiciones particulares, pueden ser discriminados por ese solo hecho56.  
 
En este orden de ideas, el derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada, supone que el 
empleador debe respetar un procedimiento específico para terminar el contrato de una “persona en 
circunstancias de debilidad manifiesta” y por ello debe acogerse a unos estándares superiores de 
prueba para garantizar que la terminación del contrato laboral no ocurra por razones 
discriminatorias.  
 
Así, la Ley 361 de 199757, que consagra mecanismos para la integración social de PCD, con el fin de 
garantizar su dignidad humana y reconocer sus derechos fundamentales establece en su artículo 26 
las garantías particulares que las/los empleadoras/es deben seguir para prevenir la discriminación 
de PCD dentro de los procesos de inclusión laboral: 
 

Artículo 26. En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar 
una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como 
incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona 
limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que 
medie autorización de la oficina de Trabajo. 
 
No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su limitación, 
sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una 
indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás 
prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del 
Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren. (negrillas 
fuera del texto original) 

 
En primer lugar dicha disposición normativa consagra la protección laboral para la contratación, en 
razón a la cual la limitación de una persona, no podrá ser obstáculo para su vinculación laboral, a 
menos de que dicha discapacidad sea demostrada como incompatible e insuperable, en el cargo que 
va a desempeñar. 
 
En segundo lugar, se consagra la protección laboral para la terminación, lo que implica que la 
limitación de una persona no puede ser la causa de la desvinculación a menos que se cuente con la 
autorización  previa del Ministerio del Trabajo.  
 
                                                             
54 Corte Constitucional, Sentencia T-307 de 2010 
55 Corte Constitucional, Sentencia T-1040 de 2001. 
56 Corte Constitucional, Sentencia T-784 de 2009. 
57 Congreso de la República. Ley 361 del 7 de febrero de 1997. En: 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=343  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=343
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Como protección adicional, si una persona es despedida por razón de su limitación sin que medie la 
autorización del Ministerio de Trabajo, el empleador deberá pagar una indemnización equivalente a 
180 días de salario sin perjuicio de que reciba las sanciones ya consagradas en la ley laboral. 
 
Frente al contenido de este artículo es importante tener en cuenta varios conceptos que han sido 
considerados por las altas cortes en la interpretación de la norma.  
En primero lugar, es importante aclarar que la jurisprudencia constitucional ha entendido que 
dentro del concepto de “personas con limitación” a que hace referencia el artículo, están incluidas 
tanto las personas con discapacidad entendidas como beneficiarias de la Convención de la ONU, es 
decir, personas con deficiencias físicas, sensoriales, cognitivas o psicosociales de largo plazo,58 
como las personas que adquieren una condición de salud después de su vinculación que limita su 
capacidad laboral, la cual puede ser transitoria o de largo plazo.   
 
Para la  CSJ59, la protección laboral reforzada del artículo 26 recae únicamente sobre aquellas 
personas que: (i)  se encuentren en una de las siguientes hipótesis: a) con una limitación 
“moderada”, que corresponde a la pérdida de la capacidad laboral entre el 15% y el 25%, b) 
“severa”, mayor al 25% pero inferior al 50% de la pérdida de la capacidad laboral, o c) “profunda” 
cuando el grado de minusvalía supera el 50%; (ii) que el empleador conozca de dicho estado de 
salud; y (iii) que termine la relación laboral “por razón de su limitación física” y sin previa 
autorización del Ministerio de la Protección Social.  
 
El segundo concepto que entra en la discusión es el de “debilidad manifiesta”, ya que para la Corte 
Constitucional, las personas en condiciones de debilidad manifiesta gozan de estabilidad laboral 
reforzada60 a la luz del artículo 13 de la Constitución. Según la Corte, una persona está en 
condiciones de debilidad manifiesta cuando la afección en salud “es de una envergadura tal que le 
impide desarrollar su potencial laboral en condiciones regulares, limitando de manera importante 
su capacidad laboral y su posibilidad de acceder a un nuevo puesto de trabajo, amenazando de esta 
manera, igualmente, la garantía al mínimo vital”61. Según la Corte, para determinar que una persona 
está en condiciones de debilidad manifiesta no se requiere de “una calificación previa que acredite 
su condición de discapacitados o de invalidez”62.  
 
En tercer lugar, el hecho de que en el concepto de “personas con limitación” la jurisprudencia 
constitucional haya incluido tanto personas con discapacidad preexistente a la vinculación como 
personas que una vez vinculadas adquieren una condición de salud que afecta su capacidad laboral 
deriva en la confusión entre los conceptos de “discapacidad” e “incapacidad”. Así, la discapacidad 
se refiere a la categoría genérica que hace referencia a un sector de la población que tiene 
limitaciones funcionales de largo plazo en un entorno que presenta barreras de diferente tipo para 
la inclusión social plena. Por su parte, la incapacidad necesariamente se refiere a la disminución de 
la capacidad laboral de una persona por una afectación a su salud y en relación con la labor que ya 
desempeñaba.  
 
Con base en lo anterior, no podría afirmarse que una persona con discapacidad preexistente a su 
vinculación es per sé una persona en condiciones de debilidad manifiesta, puesto que la debilidad 
manifiesta se refiere a una condición que surge en razón de una afectación en salud posterior a la 

                                                             
58 CDPD, art. 1 
59 CSJ. Sentencia del 24 de marzo de 2010, Rad. 37235 
60 Ver por ejemplo, Corte Constitucional. Sentencia T-132 de 2011. 
61 Ibid. 
62 Corte Constitucional, Sentencia T-198 de 2006 
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vinculación que impide el desarrollo del potencial laboral de la persona en condiciones regulares, 
que son las condiciones en que laboraba al momento de la vinculación. 
 
En principio, el artículo 26 debe entenderse como que establece que la terminación laboral “por 
motivos de la limitación” de una persona sólo puede hacerse con autorización del Ministerio de 
Trabajo, lo cual significa que cuando la terminación ocurre por justa causa, debe regirse por las 
normas ordinarias del derecho laboral y no se requiere dicha autorización. Sin embargo, el 
desarrollo jurisprudencial del artículo ha generado en la práctica que la desvinculación de las 
personas que adquieren una incapacidad después de la vinculación laboral y a quienes el 
empleador desea desvincular por justa causa, es decir, por razones ajenas a la limitación, se torne 
supremamente onerosa para el empresario, lo que a su vez se traduce en un desincentivo para 
contratar personas con discapacidad. Así, como manifestó un asesor laboralista, “el exceso de 
protección se convierte en desprotección”63. 
 
El segundo parágrafo del artículo consagra una protección adicional al trabajador que tiene algún 
tipo de “limitación” consagrando una indemnización equivalente a 180 días de salario.  
 
Frente a estos parámetros legales que regulan la contratación de PCD, se han presentado sendas 
interpretaciones constitucionales en sede de tutela y de constitucionalidad, que han delineado la 
aplicación del artículo 26 de la Ley 361 de 199764. El asunto también ha sido considerado en varias 
ocasiones por la Corte Suprema de Justicia65. 
 
Una de las sentencias constitucionales más recientes hace referencia a la modificación de esta 
disposición, por parte del artículo 137 del Decreto-Ley 019 de 201266, el cual fue declarado 
inexequible por la Corte Constitucional a través de la Sentencia C-744 de 201267. En este 
oportunidad la Corte expresó que el artículo derogado excedía el ejercicio de las facultades 
extraordinarias que la Constitución Política le confiere a la Rama Ejecutiva del Poder Público, y 
manifestó que la estabilidad laboral reforzada de PCD es un derecho constitucional que demanda 
acciones afirmativas, dada su relación con la dignidad humana, la igualdad y la integración social, 
cuyos alcances en materia de protección y salvaguarda no pueden ser restringidos por el Estado, 
salvo que existan estrictas razones suficientes que así lo ameriten, para no desconocer el principio 
de no regresividad.  
 
El apartado adicionado por el Decreto añadía como segundo inciso del artículo, lo siguiente:  

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, no se requerirá de autorización por parte 
del Ministerio del Trabajo cuando el trabajador limitado incurra en alguna de las causales 
establecidas en la ley como justas causas para dar por terminado el contrato, Siempre se 
garantizará el derecho al debido proceso. 

 
El artículo demandado, fue interpretado por el sector empresarial como una norma que 
flexibilizaba la relación laboral y respondía a los temores frente a la imposibilidad de terminar los 

                                                             
63 Referencia realizada durante la presentación de los resultados de la consultoría a miembros de la Cámara 
de Comercio Colombo Estadounidense AMCHAM. 
64 En la página de la Corte Constitucional, una búsqueda por los términos “artículo 26” y “Ley 361 de 1997” 
arroja 347 pronunciamientos. 
65 La base de datos de LexBase arroja 39 pronunciamientos de la Sala de Casación Laboral sobre artículo 26 
de la Ley 361 de 1997. 
66 Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites 
innecesarios existentes en la Administración Pública.  
67 Corte Constitucional, Sentencia C-744 de 2012. 
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contratos laborales con personas con discapacidad. Sin embargo, en realidad dicho artículo 
simplemente aclaraba los términos que en su versión original, ya están implícitos en el artículo 26, 
que no impide el despido por justa causa de un/a trabajador/a con discapacidad sino que exige que 
se adopten las medidas necesarias para garantizar el debido proceso en la desvinculación. El 
problema se deriva de las interpretaciones jurisprudenciales acerca del alcance del artículo. 
 
En relación al pago de la sanción equivalente a ciento ochenta (180) días, la Corte ha manifestado 
que asumir la multa, no conlleva al desconocimiento de la obligaciones que tienen las/los 
empleadoras/es de solicitar la intermediación del Ministerio del Trabajo, y ha sido enfática en 
establecer que la sanción pecuniaria no conlleva a otorgar eficacia jurídica al despido, ya que la 
indemnización presenta un carácter sancionatorio y suplementario, que no reemplaza la previa 
autorización de la autoridad competente68. 
 
Considerando que en general las prácticas discriminatorias no se traducen en acciones abiertas, 
esto es, en general el empleador no manifestará como motivación de la terminación la discapacidad 
así ésta sea la verdadera causa, la Corte Constitucional establece una presunción legal consistente 
en asumir que si al momento de la terminación, el empleador conocía la limitación, se presume que 
la terminación ocurrió “por motivos de la limitación” 69. En derecho colombiano, las presunciones 
legales se pueden desvirtuar. Así, lo que este parágrafo exige es que el empleador adopte medidas 
claras para garantizar el debido proceso de los trabajadores y documente su diligencia para que 
pueda desvirtuar dicha presunción. Esta presunción fue creada en el contexto del análisis de casos 
de personas con incapacidad laboral vigente, lo que deriva en una paradoja en el caso de las 
personas con una discapacidad preexistente a la vinculación, pues en esos casos el empleador 
siempre conocerá de las condiciones de salud del empleado, en tanto conocía de la discapacidad al 
momento de la contratación y por ello siempre se activará la presunción en su contra. Ello a su vez 
se traduce en una condición más onerosa para el empleador, pues su decisión de contratar a una 
PCD implica a su vez la necesidad de siempre desvirtuar la presunción legal. Este resultado 
contradictorio se traduce en un claro desincentivo para contratar PCD. 
 
Por otra parte, la Corte Constitucional ha manifestado que al no tener efecto jurídico el despido de 
PCD, por circunstancias relacionadas con la discapacidad, no sólo hay lugar al pago de la 
indemnización, sino que además se debe restituir al trabajador o trabajadora. Para la Corte 
Constitucional, dicha protección reforzada responde a valores constitucionales como la dignidad 
humana, el trabajo y la solidaridad, que frente a las PCD deben ser protegidos de manera especial 
como consecuencia de sus circunstancias de debilidad manifiesta frente al resto del conglomerado 
social, lo cual además promueve condiciones de igualdad material real y efectiva para las PCD, que 
hace necesario la implementación de acciones estatales para la consecución de esta finalidad70. 
 
De igual manera la Corte Constitucional ha ampliado el rango de protección y no discriminación de 
PCD en el trabajo del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, a las distintas formas de contratación 
laboral. Ésta Corporación ha entendido que la protección laboral reforzada de PCD como personas 
en situación de debilidad manifiesta, y de especial protección constitucional, deben ser protegidas y 
por tanto, lo estipulado en el artículo 26 es de aplicación para PCD que se encuentren vinculadas 
laboralmente a través de un contrato de trabajo a término fijo o de prestación de servicios71, y la 
desvinculación laboral tenga como fundamento la expiración del término originalmente acordado. 
La Corte ha entendido que es igualmente aplicable la exigencia oponible al empleador, consistente 
                                                             
68 Corte Constitucional, Sentencia C-531 de 2000. 
69 Corte Constitucional, Sentencia T-233 de 2010.  
70 Corte Constitucional, Sentencia C-531 de 2000. 
71 Corte Constitucional, Sentencia T-233 de 2010. 
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en obtener una autorización del Ministerio del Trabajo, cuando se presente la situación contractual 
mencionada72. Es así, como la terminación contractual del servicio prestado o del contrato 
individual, no puede ser la causal para dar por terminada la relación laboral con el/la trabajador/a 
con limitación.  
 
En el mismo sentido, la Corte ha señalado que en ciertas circunstancias muy especiales el derecho a 
la estabilidad laboral reforzada de PCD puede oponerse, incluso, a la terminación del contrato de 
obra o labor determinada73. Frente a este tipo de contratación la Corte ha manifestado que él 
Estado debe brindar una protección especial a las/os trabajadoras/es vinculadas/os mediante 
contrato de servicios temporales, a fin de garantizar la estabilidad y justicia que debe existir en las 
relaciones laborales propias de este tipo de contratación74.  
 
Resulta relevante advertir que respecto a esta figura contractual suscrita generalmente con 
empresas de servicios temporales, la Corte ha expresado que la duración del contrato, se determina 
en principio hasta que se requieran los servicios del/la trabajador/a o se haya finalizado la obra 
para la cual fue contratado/a75. A pesar de ello, la simple finalización de un contrato laboral de tales 
características, no puede culminarse en virtud a la terminación de la labor, en especial, si la 
empresa escudada en la finalización del  contrato de obra, desconoce los requisitos legales para su 
terminación o finiquita el contrato bajo supuestos que denoten discriminación76, tales como la 
situación de discapacidad del/la trabajador/a desvinculado/a.  
 
Recientemente la Corte también concede la protección laboral reforzada en el caso de un contrato 
de aprendizaje77 y también lo ha reconocido en cooperativas y precooperativas de trabajo 
asociado78. 
 
Por ende, bajo el análisis de la jurisprudencia de la Corte cuando una persona goza de estabilidad 
laboral reforzada, como es el caso de PCD y personas con incapacidad vigente, aquellas no pueden 
ser desvinculadas sin que exista una razón imparcial para el despido79. En caso contrario, debe 
solicitarse la autorización a la Oficina de Trabajo. Entonces, si media autorización, se puede 
despedir a la PCD en razón a su discapacidad, siempre y cuando esta sea incompatible e insuperable 
en relación con el cargo que desempeñaría la persona. 
  
Igualmente, frente al pago de la indemnización de ciento ochenta (180) días, esta debe pagarse, 
únicamente bajo la siguiente circunstancia: cuando el/la trabajador/a fuese despido/a  en razón a su 
discapacidad, y no se haya cumplido con la mediación de la Oficina de Trabajo. Solicitar la 
autorización es un requisito de obligatorio cumplimiento para el/la empleador/a, cuando 
sea la discapacidad del/la trabajador/a la razón para despedirlo/a, no bajo otras 
circunstancias. 

Esta situación en concreto, es a la que se refiere el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. Por tanto no es 
cierto que siempre que un empleador/a despida o termine el contrato de una PCD, deba pagar la 
indemnización de ciento ochenta (180) días, ni tampoco acudir a la Oficina de Trabajo. Si se 

                                                             
72 Corte Constitucional, Sentencia T-1083 de 2007. 
73 Corte Constitucional, Sentencia 830 de 2008. 
74 Corte Constitucional, Sentencia T-889 de 2005.  
75 Corte Constitucional, Sentencia T-862 de 2003. 
76 Corte Constitucional, Sentencia T-1101 de 2001. 
77 Corte Constitucional, Sentencia T-881 de 2012 
78 Corte Constitucional, Sentencia T-132 de 2011 
79 Corte Constitucional, Sentencia C-531 de 2000 
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configura una justa causa laboral, las cuales se encuentran taxativamente enumeradas en el artículo 
62 del C.S.T., para despedir a un/a trabajador/a con discapacidad, el despido puede efectuarse 
válidamente. 

A pesar de que este es el marco legal actual, en la práctica y como se discutió en detalle en las 
secciones anteriores, los asesores laboralistas de las empresas afirman que lo que se aplica es una 
protección laboral absoluta para trabajadores con afecciones de salud incluso menores, que son 
desvinculados por justa causa y aún así, la tutela que presentan les es concedida y el empleador se 
ve obligado a realizar el reintegro convirtiéndose en lo que los empleadores han denominado como 
“un empleado perpetuo”. Así, lo que viene documentándose en la práctica y que requiere de una 
documentación sistemática más detallada, es que paradójicamente, el uso del artículo 26 de la Ley 
361 de 1997 por parte de las personas con una incapacidad laboral adquirida con posterioridad a la 
vinculación termina afectando cualquier esfuerzo de inclusión laboral de personas con 
discapacidad, para quienes la ley fue concebida. 

Por otra parte, en la jurisdicción ordinaria laboral, los/as empleadores/as están siendo absueltos, 
por lo general tanto en primera, como en segunda instancia, y siempre en casación, cuando son 
demandados/as por ex trabajadores/as que pretenden la aplicación del artículo 26. Las razones que 
se han presentado son que los/as demandantes no son PCD, y además los/as empleadores/as han 
demostrado el cumplimiento de las disposiciones legales y convencionales que rigen la terminación 
del contrato de trabajo en los casos de enfermedad profesional o accidente de trabajo. 
 
La CSJ ha analizado en sus decisiones (i) la especialidad de la ley 361 de 1997; (ii) los requisitos que 
en ella se establecen para identificar las discapacidades físicas, cognitivas y sensoriales; (iii) la 
inexistencia de una presunción legal de despido por motivo de discapacidad (en los casos 
particulares de los/as demandantes); (iv) y el régimen laboral respecto de las enfermedades 
profesionales y los accidentes de trabajo, el cual opera para aquellos/as trabajadores/as o ex 
trabajadores/as que han buscado la aplicación del artículo 26 de la ley 361 de 1997.  
 
 
Distintos ámbitos de protección laboral reforzada bajo el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, 
según la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia. 
 
Tras un análisis jurisprudencial a las decisiones tomadas por parte de  la Corte Suprema de Justicia 
y la Corte Constitucional en asuntos de la Protección Laboral Reforzada, se evidencia la existencia 
de posiciones disímiles entre lo que se entiende por la cobertura de la protección laboral reforzada 
por parte de cada una de las Altas Cortes. 
 
La Corte Constitucional80 ha expresado que la estabilidad laboral reforzada a PCD, también aplica a 
personas que de manera evidente se encuentran en situación de inferioridad física, y ha 
manifestado que el artículo 26 de la ley 361 de 1997, protege tanto la inclusión social y laboral de 
las PCD, así como también a las/os trabajadoras/es en situación de invalidez, los cuales por sucesos 
externos, han visto alterada su capacidad laboral, y han sido objeto de especial protección. Los 
fallos de tutela amparados en la Ley 361 a favor de trabajadores/as, han sido dados a personas en 
situación de invalidez más allá de si se trataba de personas en condición de discapacidad81, en 
donde para garantizar la protección de sus derechos y sus familias, sea necesario realizar 

                                                             
80 Corte Constitucional, Sentencia T-725 de 2009. 
81 BARRAGÁN, Agudelo. Germán. Análisis inicial del artículo 26 de la Ley 361. Pacto de Productividad. 2012.  
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adecuaciones o traslados de lugar de trabajo o  por el contrario iniciar el proceso de solicitud de la 
pensión de invalidez82. 
 
Si bien la Corte Constitucional, ha expresado que frente a la desvinculación de PCD sin el 
cumplimiento de las obligaciones legales que se establecen para las/los empleadoras/es,  se activa 
la presunción legal que el despido tuvo como causal la situación de discapacidad del/la 
trabajador/a, de manera contraria la CSJ83 ha sostenido que de la redacción del artículo 26, no se 
permite aludir la existencia de una presunción legal a favor de las PCD en el tema de protección 
laboral reforzada, cuando el/la empleador/a no cumpla con su obligación legal de solicitar la 
mediación del Ministerio de Trabajo, al momento de la desvinculación laboral.  
 
Así lo ha manifestado en distintas providencias, en donde expone su tesis, la cual se sostiene como 
ya se mencionó en una clasificación gradual de la discapacidad84. Para la CSJ85 las garantías que 
contempla la Ley 361 de 1997, y la especial protección a las PCD está orientada según el grado de su 
“limitación” en las escalas de “moderada, severa y profunda”, la cual deberá estar consignada en el 
carné de afiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud, y de esta manera las personas pueden 
identificarse como titulares de los derechos previstos en la ley comentada.  
 
Menciona la CSJ en la providencia anteriormente citada que la prohibición que contiene el artículo 
26 de la citada Ley 361, relativa a que ninguna PCD podrá ser despedida o su contrato terminado 
por razón de su discapacidad, salvo que medie autorización de la Oficina de Trabajo, se refiere a las 
personas consideradas por esta ley como limitadas, es decir, todas aquellas que tienen un grado de 
invalidez superior a la limitación moderada, que según la CSJ, remitiéndose al artículo 7 del Decreto 
2463 de 2001 el cual señala los parámetros de severidad de las limitaciones en los términos del 
artículo 5 de la Ley 361 de 1997; define que la limitación “moderada” es aquella en la que la pérdida 
de la capacidad laboral oscila entre el 15% y el 25%. Sumado a esto, la CSJ agrega que el amparo del 
artículo 26, es menor o inexistente para las personas con limitaciones de menor intensidad, ya que 
según el Alto Tribunal no se les dificulta su inserción en el sistema competitivo laboral. 
 
En conclusión y para los aspectos relevantes derivados de las confusiones generadas a partir de la 
interpretación del artículo 26 que resultan en la no contratación de las PCD, podemos afirmar lo 
siguiente: 
 

1. Según la jurisprudencia, las “personas con limitación” a las que hace referencia el artículo 
26 de la Ley 361 de 1997, incluyen tanto a personas con discapacidad preexistente a la 
vinculación laboral como a personas que después de vincularse laboralmente adquieren 
una condición de salud que disminuye su capacidad laboral. 

2. El contrato laboral de una persona con discapacidad puede terminarse por justa causa sin 
necesidad de solicitar autorización al Ministerio de Trabajo para realizar el despido. Sin 
embargo, es fundamental que los empleadores adopten todas las medidas para garantizar el 
derecho al debido proceso de la persona que está siendo desvinculada, para que pueda 
desvirtuarse la presunción legal de que si el empleador conocía la limitación se presume 
que el despido se realizó con ocasión de la misma. Según lo reportado, en la práctica la 
desvinculación de personas con una disminución en su capacidad laboral se hace altamente 
onerosa para los empleadores que con frecuencia se ven obligados a reintegrar a la persona 

                                                             
82 Corte Constitucional, Sentencia T-830 de 2008. 
83 CSJ. Sentencia del 16 de marzo del 2010, Rad. 36115. 
84 CSJ. Sentencia del 25 de marzo de 2009, Rad 35606. 
85 CSJ. Sentencia del 7 de febrero de 2006, Rad. 25130. 
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por no haber solicitado la autorización del Ministerio de Trabajo y su desvinculación, así sea 
por justa causa, se hace virtualmente imposible. 

3. En principio, la única situación que exige la autorización de la Inspección de Trabajo para la 
desvinculación de una persona con discapacidad es aquella en que el despido se hacer “por 
razón de la limitación”, que puede ocurrir, no por razones discriminatorias sino porque 
sobreviene una incompatibilidad insuperable entre la limitación de la persona y el cargo a 
desempeñar. 

4. En ningún caso puede un empleador desvincular a una persona que tiene una incapacidad 
vigente, que representa muchos de los casos de tutela estudiados por la Corte 
Constitucional. 

 

1.1. RECOMENDACIONES 

Como se explicó, los temores acerca de la imposibilidad de despedir una persona con discapacidad, 
que a su vez resultan en la no contratación de la misma por parte de las empresas, se derivan 
principalmente de la confusión derivada de las interpretaciones jurisprudenciales tanto por parte 
de la Corte Constitucional como por parte de la Corte Suprema de Justicia en relación con las 
implicaciones del artículo 26 de la Ley 361 de 1997.  

Para efectos de superar dicha confusión en relación con el marco legal vigente, se hacen las 
siguientes recomendaciones: 

1.1.1 DIFUNDIR CLARAMENTE LA DIFERENCIA ENTRE DISCAPACIDAD E 
INCAPACIDAD 

La confusión entre estos dos conceptos, en parte derivada de interpretaciones jurisprudenciales 
poco claras genera múltiples perjuicios a los procesos que buscan la inclusión laboral de las 
PCD. 

Como se enunció anteriormente, absolutamente todos los casos analizados por las cortes para 
la determinación del contenido del artículo 26 de la Ley 361/97 se refieren a casos de personas 
que adquirieron una incapacidad con posterioridad a su vinculación formal y cuyo contrato fue 
terminado. 

En tanto el artículo 26 hace referencia a “personas con limitación” y ello cobija tanto a personas 
con discapacidad en términos de la Convención de la ONU y a personas que adquieren una 
limitación después de su vinculación laboral, es necesario que la diferenciación se haga de 
forma explícita y se dejen muy claras las implicaciones de la misma.  

Se recomienda que esta claridad se haga en todos los espacios en los que PACTO interactúe con 
actores clave, que se desarrollen materiales educativos que den cuenta de la necesidad de hacer 
esta diferenciación y que dentro del componente de sensibilización empresarial se profundice 
sobre las implicaciones legales del artículo 26 y su desarrollo jurisprudencial. 

1.1.2 PROMOVER BUENAS PRÁCTICAS DE INCLUSIÓN EN RELACIÓN CON PERSONAS 
CUYA CAPACIDAD LABORAL SE VE LIMITADA DESPUÉS DE LA VINCULACIÓN 
LABORAL 

La gran mayoría de situaciones que dieron origen a las acciones de tutela presentadas por 
trabajadores y trabajadoras que solicitaron el amparo del artículo 26 de la Ley 361 se refieren a 
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casos en los que el empleador no adoptó medidas de reubicación o ajustes para garantizar la 
estabilidad laboral de la persona y la despidió sin que se viera garantizado el debido proceso. 

Esta situación es perfectamente evitable en tanto hace referencia al desarrollo de buenas prácticas 
empresariales que redundan en la protección legal tanto de trabajadores/as como de 
empleadores/as. 

1.1.3 PROMOVER LA IMPLEMENTACIÓN DE PROCESOS CLAROS PARA LA 
DESVINCULACIÓN DE LAS PERSONAS AL INTERIOR DE LAS EMPRESAS 

El primer paso para protegerse frente a las posibles acciones legales que pueda iniciar un 
trabajador desvinculado es garantizar que los procesos de desvinculación cumplen de forma 
estricta con las garantías de debido proceso concedidas a todos los trabajadores. Así, en el proceso 
de desvinculación, la empresa debe garantizar la presentación de descargos por parte del 
trabajador y demostrar de forma precisa que se configura una justa causa para el despido que no es 
la limitación de la persona. En el caso en el que la desvinculación se dé “por razón de la limitación”, 
el empleador debe adoptar todas las medidas posibles para demostrar que la incompatibilidad con 
el cargo es insuperable y que se agotaron los recursos para reajuste y reacomodación en el cargo. 

Dadas las experiencias de los empleadores en la práctica, se recomienda que siempre que medie 
una condición de salud que coloque al trabajador en condiciones de debilidad manifiesta o una 
discapacidad, se solicite la autorización al Ministerio de Trabajo y se exija que el inspector de 
trabajo verifique que se llevó a cabo el debido proceso para la desvinculación por justa causa, que 
dicha causal objetiva efectivamente se configuró y que en el caso en que la desvinculación ocurra 
por razón de la limitación, el inspector verifique que la incompatibilidad es insuperable. 

1.1.4 DIFUNDIR EXPERIENCIAS DE EMPRESAS QUE HAN IMPLEMENTADO BUENAS 
PRÁCTICAS Y PUBLICITAR SU LABOR 

Consideramos que el ejemplo de empresas pares que han vinculado PCD y que tienen claridad 
sobre las implicaciones del artículo 26 es de gran importancia para que otras empresas adopten 
prácticas en la misma línea. Es mucho más probable que las empresas atiendan a las experiencias 
de otras empresas que a las instituciones de inclusión laboral o los movimientos asociativos. 

1.1.5 INCIDIR EN LA MODIFICACIÓN LEGAL DEL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 361 DE 
1997 Y LA UNIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL 

La situación actual que genera múltiples temores fundados para los empleadores, así como la 
frustración del movimiento de personas con discapacidad frente a que la consecuencia de dichos 
temores sea su exclusión total del mercado laboral, requiere que el marco legal se ajuste para que 
pueda implementarse de forma clara. 

Así, por una parte debe aclararse que cuando se configure una justa causa para el despido no se 
requiere la autorización del Ministerio de Trabajo y en caso de existir un desacuerdo, es la justicia 
ordinaria la llamada a determinar la configuración de la justa causa. Por vía de tutela en casos en 
que se vea comprometido el mínimo vital de una persona, el juez constitucional podría establecer si 
se violó el debido proceso en el proceso de desvinculación, pero no si se configuró o no justa causa. 

Por otra parte, es necesario ajustar el marco legal para que en el caso de personas con discapacidad 
preexistente a la vinculación no se active la presunción legal anteriormente referida, pues es 
evidente que el empleador tomó la decisión de vincular a una persona con discapacidad a sabiendas 
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de ello, por lo que no tendría sentido que en el proceso de desvinculación se presuma que la razón 
del despido es la discapacidad. En el caso de una persona con discapacidad preexistente a la 
vinculación, la presunción sólo podría activarse cuando la persona adquiere una condición de salud 
posterior a la vinculación que la coloca en condiciones de debilidad manifiesta.   

Dados los sendos pronunciamientos sobre las diversas aplicaciones del artículo 26, se recomienda 
que se trabaje en alianza con asesores/as legales para que por medio de un litigio estratégico se 
llegue a una sentencia de unificación constitucional por parte de la Corte Constitucional. 

Se recomienda entonces directamente al Ministerio de Trabajo, que en ejercicio de sus facultades 
introduzca un proyecto de ley modificando el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, aclarando que 
cuando se configure una justa causa no se requiere autorización del Ministerio de Trabajo. 

2. PROBLEMA 2: NO EXISTE UNIDAD EN LOS PROTOCOLOS DEL 
MINTRABAJO PARA EL TRÁMITE DE LA AUTORIZACIÓN DEL ART. 26 NI 
CLARIDAD SOBRE EL ALCANCE DE LAS FUNCIONES DE LOS INSPECTORES 
DE TRABAJO PARA SU IMPLEMENTACIÓN 

El sondeo realizado a las empresas en esta consultoría arrojó una preocupación sobre la forma en 
que debe tramitarse el permiso consagrado en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. Por un lado, 
reportan demoras excesivas en la decisión sobre la solicitud del permiso y por otro reportan que 
los inspectores de trabajo no toman decisiones frente a las solicitudes del permiso o lo niegan en 
casos en que consideran que no se requería. 

La Corte Constitucional ha establecido que los inspectores no pueden abstenerse de tomar una 
decisión respecto de la autorización de despido. Afirma la Corte en sentencia T-313 de 2012, 

En resumen, el Ministerio de Trabajo tiene que pronunciarse respecto de la solicitud de 
autorización que realiza el empleador acerca del despido de una persona en situación de 
discapacidad, esto debido a la especial protección constitucional de la que gozan los 
mencionados. 

Además esta obligación no constituye una mera formalidad sin sentido, por lo cual no es dable 
que el Ministerio cumpla con este deber señalando que se abstiene de emitir pronunciamiento 
alguno, pues éste tiene la obligación de analizar el caso y emitir su concepto favorable o no 
respecto del tema cuestionado. De igual manera, en los casos en los cuales se alegue una justa 
causa por parte del empleador, el Ministerio del Trabajo debe verificar si existe o no la 
misma, esto en razón a la especial protección que tienen las personas que se encuentran en 
situación de discapacidad y, así mismo  debe verificar si en realidad el despido se debe a esta 
situación o es en razón de su discapacidad. 

Así, puede afirmarse que las funciones del Ministerio de Trabajo frente a la solicitud del permiso 
consagrado en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 son: 

• Procesar expeditamente la solicitud y pronunciarse concediendo o negando el 
permiso. 

• En los casos en que se alegue justa causa, verificar si ésta existe o no. 
• En los casos en que la desvinculación busque realizarse por razón de la limitación, 

verificar que se ha garantizado el debido proceso durante todo el proceso de 
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despido, que la limitación del trabajador es incompatible e insuperable con el cargo 
después de que el empleador haya adoptado las medidas de ajuste y reubicación que 
podían implementarse. 

En el curso de la consultoría se conoció que el Ministerio niega el permiso porque se alega justa 
causa y por tanto no debe solicitarse. Sin embargo, ello deriva en la iniciación de litigios 
innecesarios. Es indispensable que los inspectores efectivamente verifiquen que la causa objetiva 
de despido se configura y en esos casos, otorguen el permiso del artículo 26 a las empresas de 
forma expedita. 

Recientemente, el Ministerio de Trabajo publicó el protocolo para el procesamiento del permiso del 
artículo 26 de la Ley 361, pero dicho documento no contempla el lenguaje consagrado en la 
Convención ni en la Ley Estatutaria 1618 de 2013 y no incorpora explícitamente los deberes arriba 
enunciados, que se derivan del desarrollo jurisprudencial del artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 

Por otra parte, en reuniones con el Ministerio de Trabajo en el curso de la consultoría se conoció 
que en general los inspectores de trabajo no realizan una valoración frente a si existe o no una justa 
causa puesto que son personalmente responsables frente a sus acciones, por lo que proceden con 
gran precaución. En lo relativo a la determinación de si existe o no justa causa, es evidente que se 
trata de un proceso que requiere una valoración probatoria frente a la cual los inspectores de 
trabajo deben tener completa claridad.  

2.1. RECOMENDACIONES 

Como se enunció en el apartado anterior, es fundamental que el Ministerio de Trabajo cumpla de 
forma expedita las obligaciones que ha establecido la jurisprudencia respecto de su deber a la luz 
del artículo 26 de la Ley 361 de 1997. Para ello, se recomienda lo siguiente: 

1. Una capacitación con inspectores de trabajo sobre el marco de la Convención y la Ley 1618 
de 2013 y los criterios para determinar la concesión o negación del permiso del artículo 26. 

2. Ajustar el protocolo sobre el permiso del artículo 26 recientemente emitido por el 
Ministerio, para que incorpore los preceptos de la Convención y haga de forma explícita las 
indicaciones para determinar si la empresa cumple los requisitos para obtener el permiso, 
en lo que se refiere a la garantía del debido proceso en el procedimiento de 
desvinculación86, a la determinación de si se configura o no una justa causa para el despido 
y a la determinación de si la desvinculación se está realizando “por motivos de la 
limitación”, caso en el cual se requerirá de permiso del Ministerio. 

3. Que el Ministerio realice una difusión masiva tanto entre empresarios como entre personas 
con discapacidad, acerca del procedimiento para la concesión del permiso del artículo 26 de 
la Ley 361 de 1997. 

  

                                                             
86 Dicho debido proceso incluye tanto la garantía de ajustes razonables en el proceso de desvinculación como 
el análisis de si el empleador adoptó las medidas necesarias para la rehabilitación y reubicación del empleado 
antes de que pueda alegarse que la limitación es incompatible e insuperable en relación con el cargo a 
desempeñar. 
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3. PROBLEMA 3: NO EXISTE CLARIDAD SOBRE QUIÉN DEBE ASUMIR LA 
OBLIGACIÓN DE ADOPTAR LOS AJUSTES RAZONABLES REQUERIDOS, NI 
QUIÉN DEBE PRESTAR LA ASESORÍA TÉCNICA SOBRE CÓMO DEBEN 
LLEVARSE A CABO  

La CDPD en su artículo 2 define los ajustes razonables como “las modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se 
requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, 
en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”. 
Esta definición es adoptada igualmente por la Ley 1618 de 2013. Adicionalmente, el artículo 2 de la 
Convención establece que la denegación de ajustes razonables constituye una forma de 
discriminación por motivos de discapacidad. 

Los ajustes razonables no sólo se refieren a modificaciones a la estructura física de los ambientes de 
trabajo en los casos de personas con movilidad limitada, sino a ajustes sobre procesos, jornadas, 
tecnología y comunicaciones entre otros, que permitan a la persona con discapacidad realizar sus 
tareas laborales en igualdad de condiciones con sus compañeros/as de trabajo. Así por ejemplo, una 
persona ciega requerirá un software de lectura de pantalla como JAWS y ello constituiría el ajuste 
razonable que debe hacerse. También se requerirá por ejemplo, hacer ajustes a los planes de 
emergencia y evacuación de la empresa, para que las señales de alarma no sean sólo auditivas sino 
visuales, en caso de tener empleados/as Sordos/as. En el caso de empleados con discapacidad 
cognitiva, un ejemplo de ajuste razonable sería tener los reglamentos internos de la empresa en 
formato de lectura fácil y que el departamento de gestión humana realice ajustes en la forma de 
comunicación. En el caso de personas con discapacidad psicosocial, un ajuste puede ser establecer 
jornadas laborales flexibles, que acomoden los efectos de los medicamentos psiquiátricos, en caso 
de que los estén usando. 

Los ajustes razonables son una medida de equiparación de oportunidades para las personas con 
discapacidad. Sin embargo, no es claro en el marco legal colombiano, quién debe vigilar la 
idoneidad técnica de dichos ajustes. El artículo 57 del Código Sustantivo del Trabajo establece como 
obligaciones especiales del patrono: 

1a) Poner a disposición de los trabajadores, salvo estipulación en contrario, los instrumentos 
adecuados y las materias primas necesarias para la realización de las labores. 

2a) Procurar a los trabajadores locales apropiados y elementos adecuados de protección 
contra los accidentes y enfermedades profesionales en forma que se garanticen 
razonablemente la seguridad y la salud. 

El cumplimiento de estas dos obligaciones cuando se trata de trabajadores y trabajadoras con 
discapacidad necesariamente implica la adopción de los ajustes razonables que permitan al 
trabajador con discapacidad el desempeño de sus funciones en igualdad de condiciones con las 
demás personas.  

Por barreras físicas se entiende a todas aquellas trabas, irregularidades y obstáculos físicos que 
limiten o impidan la libertad o movimiento de las personas. Y por telecomunicaciones, toda 
emisión, transmisión o recepción de señales, escrituras, imágenes, signos, datos o información de 
cualquier naturaleza, por hijo, radio y otros sistemas ópticos o electromagnéticos 
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Adicionalmente, una gran parte de los ajustes razonables que se requieren en el ámbito laboral, 
corresponde a cambios actitudinales, sociales, personales y la implementación de políticas internas 
y de procedimientos que faciliten, flexibilicen y coloquen al alcance tanto de trabajadores/as con 
discapacidad, como de sus pares sin discapacidad, el uso y manejo de instrucciones, así como el 
desempeño de funciones. 

Es así, como los ajustes razonables primordiales hacen alusión a asuntos tales como por ejemplo, 
estrategias comunicativas y de interacción con trabajadores/as con discapacidad, bajo la 
concepción que su implementación no solo beneficiará a la población con discapacidad incluida 
laboralmente sino a todo el conjunto de personas que laboran en la empresa87. También es 
adecuado buscar estrategias de comunicación accesible tanto escrita como oral, a través del 
establecimiento de políticas de comunicación empresarial apropiadas88. 

Por otra parte, es muy importante tener en cuenta que los ajustes razonables no sólo se refieren al 
desempeño diario de las funciones del trabajador sino que incluye la implementación de ajustes en 
los procesos de vinculación, desvinculación y capacitación.  

La Ley 1562 de 2012 actualiza la regulación del Sistema de Riesgos Laborales. El artículo 1 de la Ley 
define el Sistema de Riesgos Laborales como “el conjunto de entidades públicas y privadas, normas y 
procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender a los trabajadores de los efectos de las 
enfermedades y los accidentes que puedan ocurrirles con ocasión o como consecuencia del trabajo que 
desarrollan. Las disposiciones vigentes de salud ocupacional relacionadas con la prevención de los 
accidentes de trabajo y enfermedades laborales y el mejoramiento de las condiciones de trabajo, 
hacen parte integrante del Sistema General de Riesgos Laborales” (subrayas fuera del texto original).  

Dada la naturaleza del Sistema, puede deducirse que la vigilancia sobre la idoneidad de los ajustes 
razonables que se adopten para efectos de la vinculación de personas con discapacidad recae sobre 
las Administradoras de Riesgos Laborales (ARL). Sin embargo, la ley no lo hace de forma explícita y 
toda la normativa está orientada a la respuesta frente a una incapacidad adquirida por el trabajador 
o la trabajadora en el desarrollo de sus funciones. Adicionalmente, los materiales de información 
sobre el Sistema emitidos por el Ministerio de Trabajo no hacen explícita la obligación de verificar 
la idoneidad de los ajustes razonables que se adopten en la vinculación de PCD89.  

3.1 RECOMENDACIONES  

Se recomienda que se haga explícito que deben ser la ARL las llamadas a prestar la asesoría técnica 
a las empresas acerca de los ajustes razonables adecuados que deben implementar y llevar a cabo el 
monitoreo de los mismos una vez implementados. Para ello, es fundamental el trabajo que pueda 
hacerse con dichas entidades para capacitarles técnicamente y que adopten una función de 
monitoreo. 

Se recomienda que el Ministerio de Trabajo, a través de las dependencias correspondientes preste 
orientaciones directas a las ARL en relación con la obligación de verificar la idoneidad de los ajustes 

                                                             
87 Capacitación Empresarios  Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad. Módulo V.  Estrategias de 
Interacción y Comunicación. Programa Pacto de Productividad – Capacitación empresarios. 2011. 
88 Capacitación Empresarios  Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad. Módulo IV. Derribando 
Prejuicios. Programa Pacto de Productividad – Capacitación empresarios. 2011. 
89 Ver, http://www.mintrabajo.gov.co/junio-2012/603-todos-los-trabajadores-colombianos-deberan-estar-
protegidos-por-el-sistema-de-riesgos-laborales.html 
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razonables para la vinculación y permanencia en el trabajo de las PCD y que produzca materiales de 
información al respecto. 

Adicionalmente, debe entenderse que a través de los incentivos tributarios, el Estado cubre los 
costos en los que el empleador puede incurrir para adoptar los ajustes razonables adecuados para 
garantizar la igualdad de condiciones de sus empleados con discapacidad. 

4. PROBLEMA 4: EXISTE UN DESCONOCIMIENTO POR PARTE DE TODOS LOS 
SECTORES ACERCA DEL MARCO LEGAL VIGENTE SOBRE LOS INCENTIVOS 
TRIBUTARIOS DISPONIBLES 

El marco legal colombiano dispone de unos generosos incentivos tributarios para las empresas que 
contraten personas con discapacidad. Desafortunadamente, son ampliamente desconocidos. 

Por una parte, la Ley 361 de 1997en su artículo 31 establece que las empresas que contraten 
trabajadores con limitación no inferior al 25% y que estén obligadas a presentar declaración de 
renta tienen derecho a deducir de la renta el 200% del valor de los salarios y prestaciones sociales 
pagadas durante el último año gravable a las personas con limitaciones. Esta ley también establece 
en su artículo 24, prelación en el otorgamiento de créditos de organismos estatales, siempre y 
cuando estas se orienten al desarrollo de planes y programas que impliquen la participación activa 
de personas con limitación, igualmente establece esta ley beneficios arancelarios a la importación 
de maquinaria y equipo especialmente adaptados o destinados al manejo de personas con 
limitación. 

Igualmente prevé beneficios para las empresas que participen en contratación con el Estado a 
través de licitaciones, las cuales en caso de empate, se adjudicarán a la Empresa que tenga más 
personas en situación de discapacidad contratadas a través de vínculo laboral; recientemente el 
Ministerio de Trabajo expidió la Circular 013 de febrero 23 de 2012 donde ratifica dicho beneficio 
en las licitaciones públicas90. Por su parte el parágrafo del artículo 31 de la Ley 361 de 1997 
establece que  las empresas que contraten aprendices en situación de discapacidad con calificación 
no inferior al 25%, el SENA contabiliza doble cada aprendiz con discapacidad, para efecto de la 
cuota legal de la Empresa con la cual se suscriba el contrato de aprendizaje.  

Por su parte, la Ley 1429 de 2010, “Ley del primer empleo” en su artículo 10 incluyó beneficios para 
las Empresas que contraten personas en situación de discapacidad, permitiéndoles descontar del 
impuesto sobre la renta los valores pagados a esos colaboradores por concepto de: aportes 
parafiscales al SENA (2%), Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (3%), Cajas de 
Compensación Familiar (4%), aportes en salud en la subcuenta de solidaridad del FOSYGA, cuya 
tarifa plena es 1.5% y aporte al fondo de garantía de pensión mínima que es del 0.5% del salario 
para el caso de personas afiliadas al régimen de ahorro individual de pensiones. Este beneficio sólo 
se puede disfrutar por tres (3) años. 

A su vez, Ley 1081 de 2006, creó unos beneficios especiales para los veteranos de la fuerza pública, 
en el artículo 5, literal D, dispuso:  “Los empleadores que ocupen como trabajadores a los veteranos 
de la fuerza pública con una discapacidad no inferior al 25% comprobada y que estén obligados a 

                                                             
90 Ministerio del Trabajo. Circular No. 013 del 23 de febrero de 2012. Cumplimiento de lo dispuesto en la 
sentencia T-684A de 2011. Disponible en: 
http://www.mintrabajo.gov.co/normatividad/circulares/2012.html?start=12 

http://www.mintrabajo.gov.co/normatividad/circulares/2012.html?start=12
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presentar declaración de renta y complementarios, tienen derecho a deducir de la renta, el 200% del 
valor de los salarios, prestaciones sociales pagadas durante el año o período gravable a los 
trabajadores con limitación, mientras esta subsista.  La cuota de Aprendices que está obligado a 
contratar el Empleador se disminuirá en un 50%, si los contratados por él son veteranos de la fuerza 
pública con discapacidad comprobada no inferior al 25%”. 

Finalmente, la recientemente aprobada reforma tributaria, Ley 1607 de 2012 91  incluye 
modificaciones que impactan los beneficios tributarios relacionados con la discapacidad. Así, el 
artículo 15 de dicha ley modifica el artículo 387 del Estatuto Tributario y establece que se podrá 
efectuar deducción mensual de hasta el 10% del total de los ingresos brutos provenientes de la 
relación laboral o legal y reglamentaria del respectivo mes por conceptos de dependientes, hasta un 
máximo de treinta y dos (32) UVT mensuales.  En su parágrafo 2°, incluye como dependientes “los 
hijos del contribuyente mayores de 23 años que se encuentren en situación de dependencia originada 
en factores físicos o psicológicos que sean certificados por Medicina Legal”, igualmente incluye en esa 
categoría de dependientes a “los padres y hermanos del contribuyente que se encuentren en situación 
de dependencia originada en factores físicos o psicológicos que sean certificados por Medicina 
Legal”92. Por otra parte, en su artículo 49 la Ley modifica el artículo 468.3 del Estatuto Tributario y 
consagra que a partir del 1 de enero de 2013, quedará gravado con la tarifa del 5% de impuesto 
sobre las ventas de los servicios prestados por empresas vigiladas por la Superintendencia de 
Economía Solidaria, cuyo objeto social sea la prestación de servicios de vigilancia autorizados por la 
Superintendencia de Vigilancia Privada;  supervisión, consejería, aseo y temporales de empleo 
autorizados por el Ministerio de Trabajo, siempre y cuando los servicios sean prestados por  
personas con  discapacidad física o mental vinculados por contrato de trabajo.  La discapacidad   
debe ser certificada por la Junta Regional y Nacional de Invalidez del Ministerio de Trabajo.   

Adicionalmente, existen disposiciones de orden municipal que conceden beneficios tributarios a 
empresarios que contraten personas con discapacidad. Algunos ejemplos son: 

- Municipio de Medellín: Mediante el Acuerdo 86 de 2009, adoptó una política pública en 
discapacidad y acogió los principios generales establecidos en la Convención.  

Creó también estímulos tributarios para los contribuyentes que empleen personas en situación de 
discapacidad, dichos estímulos quedaron expresamente establecidos en el estatuto tributario del 
Municipio, el cual quedó consagrado en el Acuerdo Municipal 57 de 2003 en su artículo 46 B, el cual 
dice expresamente: 

“…Los contribuyentes del impuesto de Industria y Comercio y Avisos y Tableros que empleen personal 
discapacitado en el Municipio de Medellín podrán descontar de su base gravable anual, en su 
declaración privada, una suma equivalente al ciento por ciento (100%) del valor de los pagos 
laborales a los discapacitados en el año base del gravamen”. 

Posteriormente mediante el Acuerdo Municipal 67 de 2008, mejoró de una manera importante 
dichos estímulos al autorizar que se deduzca de la base gravable anual hasta el 200% de los pagos 

                                                             
91 Congreso de la República. Ley 1607 de 2012 (diciembre 26). Por la cual se dictan normas en materia 
tributaria y se dictan otras disposiciones. Disponible en: 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=51040 
92 Cabe anotar que el requisito de certificación por parte de Medicina Legal es problemático y anticipamos 
que generará trabas en la implementación. Medicina Legal no es la entidad llamada a certificar la 
discapacidad de las personas y mucho menos la dependencia pues no es una función forense. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=51040
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laborales para dicho impuesto. Dicha norma quedó expresamente así: “ARTÍCULO 169: ESTÍMULO A 
LOS CONTRIBUYENTES QUE EMPLEEN PERSONAS DISCAPACITADAS.  Los contribuyentes del 
impuesto de Industria y Comercio y Avisos y Tableros que empleen personal discapacitado 
residenciado en el Municipio de Medellín, podrán descontar de su base gravable anual, una suma 
equivalente al doscientos por ciento (200%) del valor de los pagos laborales a los discapacitados en el 
año base del gravamen”. 

“Para establecer la pertinencia del estímulo, la Subsecretaría de Rentas podrá solicitar a la empresa 
beneficiaria certificación de contador público o revisor fiscal sobre los discapacitados empleados 
durante el período gravable, en la cual se incluya el documento de identidad y su nombre completo, así 
como los pagos laborales realizados.  Ello, para verificar con los registros que posee la Oficina del Plan 
de Discapacitados del Municipio de Medellín, la condición de éstos.  Lo anterior, sin perjuicio de la 
facultad que asiste a la Administración para solicitar otra información.” 

- Municipio de Envigado: Mediante el Acuerdo N.046 del 21 de diciembre de 2010 artículo 763 se 
dispuso un incentivo tributario para las Empresas que ocupen PCD, textualmente dispuso “… Los 
establecimientos de Industria, Comercio y Servicios que ocupen laboralmente personal discapacitado 
del Municipio de Envigado, a partir de la vigencia de este acuerdo, con contrato a término indefinido, 
tendrán un descuento del 30% en la base del impuesto de Industria y Comercio, liquidado sobre el 
valor básico de la Nómina cancelada a este personal…”. 

No existe un mapeo de municipios que concedan beneficios tributarios, por lo que se hace necesario 
identificarlos para su difusión. 

En relación con las ventajas en los procesos de licitación y contratación con el Estado, el artículo 24 
de la Ley 361 de 1997, ha establecido que los/as particulares empleadores/as que vinculen 
laboralmente PCD tendrán las siguientes garantías: 

A que sean preferidos en igualdad de condiciones en los procesos de licitación, adjudicación y 
celebración de contratos, sean estos públicos o privados si estos tienen en sus nóminas por lo 
menos un mínimo del 10% de sus empleados/as  en las condiciones de discapacidad enunciadas en 
la presente ley debidamente certificadas por la oficina de trabajo de la respectiva zona y 
contratados por lo menos con anterioridad a un año; igualmente deberán mantenerse por un lapso 
igual al de la contratación. 

De igual forma el artículo 5 de la mencionada Ley señala que las PCD deberán aparecer calificadas 
como tales en el carné de afiliado al Sistema de Seguridad en Salud, ya sea el régimen contributivo o 
subsidiado. Para tal efecto las empresas promotoras de salud deberán consignar la existencia de la 
respectiva discapacidad en el carné de afiliado/a, para lo cual solicitarán en el formulario de 
afiliación la información respectiva y la verificarán a través de diagnóstico médico en caso de que 
dicha discapacidad no sea evidente.  Dicho carné especificará el carácter de PCD y el grado de 
limitación moderada, severa o profunda de la persona. Servirá para identificarse como titular de los 
derechos establecidos en la presente Ley. (…) 

Respecto de lo anterior, el Decreto 2463 de 2001 en su artículo 7 establece: GRADO DE SEVERIDAD 
DE LA LIMITACIÓN. En los términos del artículo 5o. de la Ley 361 de 1997, las entidades 
promotoras de salud y administradoras del régimen subsidiado, deberán clasificar el grado de 
severidad de la limitación, así: Limitación moderada, aquella en la cual la persona tenga entre el 
15% y el 25% de pérdida de la capacidad laboral; limitación severa aquella que sea mayor al 25% 
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pero inferior al 50% de pérdida de la capacidad laboral y limitación profunda, cuando la pérdida de 
la capacidad laboral sea igual o mayor al 50%. 

De lo anterior se desprende que con el fin de proceder de parte del funcionario competente a 
certificar lo establecido en la Ley, el empleador deberá cumplir con tres condiciones específicas: 

a. Que como mínimo el 10% de la nómina del empleador sea de trabajadores/as en condición de 
discapacidad. 

b. Que los trabajadores/as en condición de discapacidad cuenten como mínimo con un año continuo 
de antigüedad en sus contratos de trabajo. 

c. Que la pérdida de capacidad laboral de los trabajadores/as no sea inferior al 25% y se encuentren 
debidamente certificados mediante dictámenes o carné de entidad competente. 

En todo caso para que un/a empleador/a pueda ser objeto de las favorabilidades dadas por el 
literal a) del Artículo 24 de la Ley 361 de 1997, deberá cumplir las tres condiciones anteriormente 
expuestas, en caso de no hacerlo, no podrá hacer uso de la mismas. En la certificación a expedir se 
deberá dejar claridad sobre esta situación. 

Cuando el/la solicitante resulta ser beneficiado/a con preferencia en igualdad de condiciones en 
algún proceso de licitación, adjudicación o celebración de contratos, sean públicos o privados, el 
personal empleado verificado por los Inspectores de Trabajo, deberán mantenerse como mínimo 
por un lapso igual de la contratación favorecida. 

Con el fin de verificar lo anteriormente señalado se deberá surtir en todos los casos visita de 
verificación al/la empleador/a que permita mediante recopilación de documentación necesaria, 
establecer el cumplimiento de las tres condiciones señaladas por la Ley. 

En el certificado no se hará relación directa a trabajador/a alguno/a ni se particularizará su 
condición de discapacidad, ya que la Ley únicamente habilita al/la funcionario/a competente a 
certificar el estado de un solicitante (empleador/a) en cuanto al cumplimiento de ciertas 
condiciones frente al porcentaje de PCD que alberga en su nómina, pero no habilita al funcionario/a 
a mencionar, relacionar o publicitar los nombres de los/as trabajadores/as con discapacidad ya que 
dicha información se encuentra cubierta bajo reserva. 

En todo caso, en el expediente que se forme en el desarrollo de la solicitud se mantendrán las 
pruebas documentales y en cualquier momento ya sea por petición expresa o de parte, un/A 
Inspector/a podrá realizar visita de verificación frente a las condiciones inicialmente certificadas. 

No se podrá expedir este certificado a Consorcios o Uniones Temporales, ya que estos no son 
sujetos de derechos y obligaciones, en caso de requerirse, se deberá verificar las condiciones en 
cada una de las sociedades que conforman la respectiva forma contractual, ya que son estas quienes 
tienen a su cargo las obligaciones laborales de los/as trabajadores/as y se certificaran cada una por 
separado. 

El certificado contará con una vigencia de Seis (6) meses desde su expedición, cumplido el término 
anterior, el/la empleador/a deberá solicitar nuevamente el respectivo certificado. El trámite deberá 
surtirse en un término de Quince (15) días calendario. 
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Como se mencionó anteriormente, los sistemas que exigen la graduación de la discapacidad con un 
porcentaje específico van en contravía del modelo social de la discapacidad y responden única y 
exclusivamente a un modelo médico-rehabilitador sobre el cual se entiende la discapacidad como 
un asunto exclusivamente clínico, que gradúa mediante porcentajes la capacidad física y sensorial 
de las personas. Por ello, se hace necesario que las entidades involucradas contribuyan al ajuste 
normativo con el modelo social de la discapacidad. 

4.1. RECOMENDACIONES 

Para garantizar la amplia difusión de los beneficios tributarios existentes, se recomienda: 

• Mapear los beneficios tributarios de orden municipal existentes en el país y publicarlos 
ampliamente. 

• Incorporar la información sobre los beneficios tributarios a los procesos de gestión 
orientada a la inclusión laboral de las PCD por parte de las instituciones involucradas. 

• Difundir con los gremios y asociaciones del sector empresarial los detalles sobre los 
incentivos tributarios. 

• Monitorear que se esté cumpliendo el desempate exigido en procesos de licitación. 
• Difundir entre empresarios casos exitosos de implementación de los beneficios tributarios 

tales como Colcafé entre empresas pares. 
• Hacer el seguimiento al protocolo expedido por el Ministerio del Trabajo para la 

certificación del artículo 24, el cual debe incorporar el lenguaje de la Convención y de la Ley 
Estatutaria 1618 de 2013 (Ver Anexo) 

5. PROBLEMA  5: EL RÉGIMEN COLOMBIANO SOBRE CAPACIDAD LEGAL 
GENERA IMPACTOS NEGATIVOS EN LA CONTRATACIÓN DE PCD 
COGNITIVA O PSICOSOCIAL QUE ESTÁN BAJO LA MEDIDA DE 
INTERDICCIÓN 

De acuerdo a estándares internacionales de derechos humanos, la exclusión de una persona del 
ejercicio de derechos tales como el de votar, suscribir contratos, incluidos los contratos laborales, 
acceder a cargos públicos o acceder a la educación pública y superior, por la sola razón de su 
discapacidad, genera una violación al principio de no discriminación93. 

De forma tradicional e histórica, el derecho civil ha limitado el derecho a la capacidad legal de las 
personas con discapacidad, y se ha ocupado de las personas que padecen trastornos mentales o 
tienen discapacidad cognitiva mediante el mecanismo de la “incapacitación”, o también conocido 
como “interdicción” en el lenguaje legal colombiano94. Esta figura de derecho civil, limita la 
capacidad legal de las PCD cognitiva y psicosocial para actuar en los negocios jurídicos, 
atribuyéndosele a un tercero, la potestad de ocuparse de gestionar intereses de aquél, ya sea  

                                                             
93 COURTIS CHRISTIAN. Los Derechos de las Personas con Discapacidad en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos. Universidad de Buenos Aires. En línea en: 
http://books.google.com.co/books?id=ycUlhdL5wzAC&pg=PA127&lpg=PA127&dq=discapacidad+en+el+sist
ema+interamericano&source=bl&ots=SWnoC5KqnX&sig=Qnb7BO1xQut3RFYW6bvYxx_oYx4&hl=en&sa=X&
ei=7Pi2UPmaMYC9gSW34CIDg&redir_esc=y#v=onepage&q=discapacidad%20en%20el%20sistema%20inter
americano&f=false 
94 Ley 1306 de 2009. 
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actuando en sustitución de la persona (tutela) o asistiéndolo en la gestión de sus intereses 
(curatela). Asimismo, la medida de interdicción, tiende a concebir la discapacidad como un estigma, 
y no permite la protección integral, situación que genera una grave vulneración de sus derechos a la 
autodeterminación y que genera una marginación social.  

El régimen actual sobre capacidad jurídica en Colombia se ha identificado como una barrera legal 
para la inclusión laboral de las PCD porque los empleadores se rehúsan a firmar contratos con 
personas bajo medida de interdicción. 

La capacidad jurídica hace referencia a la facultad que tienen las personas para adquirir derechos y 
contraer obligaciones95. El artículo 1502 del Código Civil Colombiano, establece que la capacidad de 
goce es aquella que le permite a una persona ser titular derechos. Por su parte, la capacidad de 
ejercicio, es la que le permite es la aptitud para poder disponer de dichos derechos, de este modo, 
se entiende que todas las personas tienen capacidad de goce, pues todas las personas cuentan con 
igualdad de derechos. Adicionalmente, la capacidad de ejercicio, no solo hace referencia  a  los 
derechos de los que son sujetos las personas, sino también de los deberes, por ende, no todas las 
personas pueden ejercer dichos derechos y deberes en las mismas condiciones y circunstancias.  

La normatividad Colombiana, ha establecido que es el estado civil de la persona lo que define la 
situación jurídica de la persona en términos de la capacidad jurídica. Así, el artículo 1 del Decreto 
1260 de 1970 establece que “[E]l estado civil de una persona es su situación jurídica en la familia y 
la sociedad, determina su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, 
es indivisible, indisponible e imprescriptible, y su asignación corresponde a la ley”96. 

La tradición clásica del derecho, entendió la capacidad como algo directamente relacionado con la 
enfermedad y la capacidad física y mental de las personas. Como muestra de esto, se destaca la 
definición que otorgó Andrés Bello a las personas que no tenían capacidad jurídica, 
denominándolos como “imbéciles, idiotas y mentecatos”. 

Por su parte, el Código Civil Colombiano, en su artículo 1504, determina que hay ciertas personas 
que no tienen capacidad, a los que se les dominó “incapaces absolutos”, dentro de esta categoría se 
encontraban los sordomudos, los infantes, impúberes y los dementes. Concretamente, se afirmaba 
que todos los “discapacitados mentales absolutos, relativos y sordos que no pudiesen darse a  
entender” se consideraban incapaces absolutos y debían iniciar un proceso para declarar su 
interdicción.  

Es por esto que la medida de interdicción, tiene como propósito la regulación de la capacidad 
negocial de las personas que lo requieran, también limita la capacidad contractual de las personas, 
generando que estos no pueden celebrar algún tipo de contrato, sin importar su naturaleza, 
incluidos los contratos laborales. Así, la medida consiste en designar un curador que ejerza la 
guardia sobre la persona declarada interdicta, decidiendo sobre todos los actos jurídicamente 
relevantes. Con esta medida, se les sustrae su capacidad jurídica y necesitan autorización o 
representación de su curador para celebrar cualquier acto jurídico.  

La medida de interdicción encuentra su sustento en la necesidad de proteger los actos de las 
personas que no pueden tomar decisiones jurídicamente relevantes de forma autónoma e 
independiente. Se requería entonces, un mecanismo que otorgará la seguridad jurídica para que las 

                                                             
95 Corte Constitucional, Sentencia C- 983 de 2002. 
96 Decreto 1260 de 1970, Artículo 1. 
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personas con discapacidad para que estos no fueran blanco de abusos o engaños. Ahora bien, es 
necesario señalar que la capacidad negocial hace referencia a la voluntad para originar, modificar, 
transmitir o extinguir un contrato o negocio jurídico. De no contar con una declaración de voluntad 
libre de vicios de consentimiento, el negocio jurídico será entendido como inválido, de este modo, 
los efectos de la medida de interdicción impiden que la persona ejerza autónomamente actos y 
decisiones relacionadas con la administración de  su patrimonio.  

En Colombia, se realizó de forma reciente un cambio legislativo al régimen de capacidad legal, que 
por medio de la Ley 1306 de 2009, dispuso que el régimen de interdicción y de inhabilitación legal, 
solo estuviera pensado para las PCD mental absoluta o relativa.  

También, se previó el régimen de inhabilitación para personas con deficiencias de comportamiento, 
prodigalidad o inmadurez negocial, entendidas bajo el título de discapacidad relativa, de este modo, 
la denominada “Ley para la Protección de Personas con Discapacidad Mental” crea el “Régimen de 
la Representación Legal de Incapaces Emancipados”, que pretende brindar protección e ‘inclusión 
social’ a las personas con discapacidad mental que vean comprometido su “normal desempeño en la 
sociedad.” Así, las personas que se consideren legalmente interdictas, se entienden incapaces para 
celebrar actos negociales jurídicamente relevantes, y deben actuar para asuntos jurídicos por 
medio de un curador o representante. En consecuencia, cualquier actuación realizada por quienes 
se consideren interdictos, es considerada nula.  

En virtud del artículo 1741 del Código Civil, dicha nulidad puede ser absoluta o relativa, 
dependiendo del tipo de incapacidad que haya sido adjudicada a la persona. Siguiendo lo anterior, 
los actos de los declarados interdictos por incapacidad absoluta, vician el acto jurídico de nulidad 
absoluta que puede y deber ser declaradas por un juez de oficio, o por petición de partes y terceros 
interesados y aún del Ministerio Público. Por otro lado, sobre los actos jurídicos celebrados por 
incapaces relativos, recae la nulidad relativa que solo puede ser solicitadas por el mismo incapaz o 
por sus representantes legales97. A pesar de lo anterior, mientras no se haya pronunciado una 
decisión ejecutoria que declare la nulidad, absoluta o relativa, se tiene por válido y eficaz el acto 
realizado por la PCD mental relativa o absoluta. Además, una vez declarada la nulidad, será 
necesario restituir la situación al estado en que se encontraba antes de realizarse el acto. Si no es 
posible, el acto se entiende por terminado.  

A partir de la suscripción de la CDPD,  Colombia adquirió la necesidad de actualizar la legislación en 
términos de discapacidad. Así, la Convención, materializa el denominado Modelo Social de la 
discapacidad, que como fue explicado anteriormente, entiende la discapacidad como un fenómeno 
social que no se limita a un diagnóstico médico, ni es estático, sino como un concepto que varía con 
la cultura y el tiempo. La Convención plantea, que la sociedad presenta diversas barreras 
(actitudinales, físicas, políticas, sociales, económicas, etc.) que impiden la inclusión real de las 
personas con diversidades funcionales, de esta forma, dicho instrumento reconoció que las 
personas con discapacidad deben tener participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 
condiciones con las demás.  

El artículo 12 de la CDPD, establece el derecho al igual reconocimiento como personas ante la ley, 
así, todas las personas con discapacidad tienen igual derecho a que les sea reconocida su 
personalidad jurídica. Adicionalmente, esta consagró que dicha personalidad jurídica, entendida 

                                                             
97 PARRA Benítez, Jorge. Manual de derecho civil: personas y familia, Medellín, Biblioteca Jurídica Dike, 1998. 
P.  485. 
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como capacidad de goce y ejercicio de derechos y deberes, debe ser reconocida en igualdad de 
condiciones y en todos los aspectos de la vida.  

Ahora bien, la Convención estableció que los Estados Partes deben adoptar todas las medidas 
pertinentes para proporcionar acceso a las PCD, y al apoyo que puedan necesitar en el acceso a 
dicha capacidad jurídica. De esta forma, se reconoce que la igualdad es un derecho que debe 
reconocer la diversidad de la capacidad y que no se puede partir de un criterio único de la forma en 
que se ejercen los derechos. Por lo anterior, se expone la necesidad de tomar medidas 
“salvaguardias” y “ajustes razonables” en el ejercicio de la capacidad jurídica. 

En específico, el artículo presenta una obligación expresa para garantizar los derechos “negociales” 
y económicos de las PCD. En este punto es importante resaltar que los ajustes, las medidas 
“salvaguardias” y de apoyo para la toma de decisiones de las PCD, no solo deben provenir del 
Estado, sino que deben también ser construidos de forma conjunta con las personas con 
discapacidad y sus familias. En consecuencia, las familias y las PCD son fundamentales para 
proponer y ejecutar modelos de toma de decisión con apoyo, que no impliquen la sustracción de su 
capacidad jurídica.  

Si bien el artículo 12 de la CDPD exalta la necesidad de facultar y crear mecanismos de toma de 
decisiones y ejercicio de la capacidad jurídica con apoyos. Las legislaciones latinoamericanas, 
siguen disponiendo de modelos de capacidad clásicos, en los que aún se hacen afirmaciones en 
torno a los “dementes”. El modelo dispuesto por la CDPD plantea la necesidad de remplazar el 
modelo tradicional de tutela y curaduría dispuesto para menores, disipados y personas con 
discapacidad, por un Modelo Social que entienda a las personas con discapacidad como seres 
contractuales sujetos de derechos y obligaciones como el resto de ciudadanos sin discapacidad, 
esto, sin negar que en muchas ocasiones, las personas con discapacidad sí requieran mecanismos de 
apoyo para la toma de sus decisiones.  

A pesar de que la motivación de la medida de interdicción, es el determinado “bienestar” o “mejor 
interés” de la persona con discapacidad, vulnera gravemente la autonomía como derecho universal. 
Es por esto que tal y como afirma Tina Minkowitz, “la autonomía es un derecho universal que no 
puede ser restringido por diferencias en la capacidad”98.  

Como respuesta a este problema, la CDPD propone unas salvaguardas o medidas de apoyo, las 
cuales se refieren a una serie de disposiciones técnicas y ajustes razonables para las personas con 
discapacidad en la realización y celebración de actos jurídicos. Sin embargo, dichas salvaguardas 
también deben entenderse como una necesidad de los Estados Parte de la CDPD, para diseñar 
modelos de apoyo, seguimiento y colaboración en la toma de decisiones. No se puede pensar que es 
equivalente subrogar la capacidad para entregarla a un curador, que contar con una red y una serie 
de ajustes que permitan apoyar las decisiones libres y acompañadas de las personas con 
discapacidad.  

Adicionalmente, se señala que la medida de interdicción bajo el régimen de la Ley 1395 de 2010, 
influye en la capacidad de goce y ejercicio de las personas, dado que la medida, no se limita 
solamente a la afectación de los actos negociales o que tengan que ver con el patrimonio. Por lo 
contrario, se tiene conocimiento de que la medida de interdicción se ha convertido en un requisito 
para acceder a servicios de salud, educación y trabajo. También, afecta el consentimiento autónomo 

                                                             
98 MINKOWITZ, Tina. “El artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad-
Consideraciones para su Implementación”. 
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de las personas en actos de derecho civil como el matrimonio y la adopción, e interfiere en el 
consentimiento que se presta para intervenciones médicas, acceso a la justicia y presentación de 
acciones judiciales. Todas estas acciones, se deben realizar con autorización del curador o 
autorización judicial, por consiguiente, se puede afirmar que la medida también afecta el 
cumplimiento del artículo 23 de la CDPD dado que impide en todo sentido con la autonomía 
económica que la población pueda recibir, producto de este trato diferenciado y contrario al 
principio de igualdad señalado anteriormente.  

La obligación de modificar el régimen de capacidad legal también se encuentra consagrado en la 
Ley Estatutaria 1618 de 2013, que en su artículo 21.2 ordena al Ministerio de Justicia y del Derecho 
que propongan e implementen ajustes y reformas al sistema de interdicción judicial de maneja que 
favorezca el ejercicio de la capacidad jurídica en línea con el artículo 12 de la CDPD. 

Aunque es fundamental impulsar y promover la modificación del régimen actual de capacidad 
jurídica en Colombia, cabe aclarar que éste no es un impedimento para que una persona bajo 
medida de interdicción firme un contrato laboral. En principio debe estar validado por el o la 
representante legal de la persona para que sea completamente exigible. Si lo firma solamente la 
persona bajo medida de interdicción es un contrato anulable pero no nulo per sé. 

5.1. RECOMENDACIONES 

Frente al problema que presenta el régimen de capacidad jurídica frente a la inclusión laboral de las 
personas con discapacidad se recomienda: 

• Difundir entre empleadores información acerca de cómo el régimen actual no impide la 
firma de un contrato laboral y recomendar que siempre el o la representante legal de la 
persona bajo medida de interdicción valide con su firma el acto jurídico. El Ministerio del 
Trabajo puede emitir una circular que ratifique esta posición. 

• Apoyar los procesos de modificación del régimen actual de capacidad jurídica mediante la 
documentación de casos concretos en que las personas no pueden vincularse laboralmente 
en razón del régimen de capacidad jurídica en Colombia y la incidencia ante las autoridades 
competentes. 

• Promover el levantamiento de la medida de interdicción en los términos del artículo 30 de 
la Ley 1306 de 2009. 

• Difundir ante las familias los efectos de la interdicción para que tengan opiniones 
informadas acerca de las posibles consecuencias. 

• Que el Ministerio de Trabajo adopte un rol activo en colaboración con el Ministerio del 
Interior y de Justicia para la modificación del régimen de capacidad legal en Colombia en 
cumplimiento del mandato del artículo 21 de la Ley 1618 de 2013. 

6. PROBLEMA 6: NO EXISTE SUFICIENTE DISPONIBILIDAD DE 
PROGRAMAS DE FORMACIÓN PARA EL TRABAJO O LOS QUE EXISTEN 
PRESENTAN SERIAS DEFICIENCIAS 

El artículo 22 de la Ley 361 de 1997, establece que dentro de la política nacional de empleo, el 
Estado colombiano deberá adoptará las medidas que sean pertinentes dirigidas a la creación y al 
fomento de las fuentes de trabajo para las PCD, todo con el fin de propender por la real integración 
laboral de las PCD.  Es así como en la consecución de ésta finalidad, esta Ley en su artículo 23 
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consagra en cabeza del  SENA la responsabilidad de crear acciones de promoción y de acceso a sus 
cursos para las PCD, que permitan el acceso en igualdad de condiciones a las PCD,  previa 
valoración de sus potencialidades a los diferentes programas de formación.  

Adicionalmente, el artículo 13 de la Ley 1618 de 2013 establece obligaciones en cabeza del 
Ministerio del Trabajo orientadas a la captación y formación para el trabajo de las personas con 
discapacidad y sus familias. Por su parte el mismo artículo establece que el SENA debe “a segurar la 
inclusión efectiva de las personas con discapacidad a todos sus programas y servicios de la entidad, 
además garantizar su acceso a los diferentes servicios de apoyo pedagógico”. 

A pesar que las personas con discapacidad, en teoría, pueden acceder por ley a los contratos de 
aprendizaje al igual que el resto de sus pares sin discapacidad ya que la ley lo permite, lo cierto es 
que para esto deben ser parte de los diferentes programas técnicos que ofrece el SENA o de los 
programas que ofrecen las diferentes instituciones de educación superior. No obstante lo anterior, 
en el caso específico del SENA, los requisitos para entrar a estos programas exigen, entre otros:  

a) Original y copia del documento de identidad; 

b) Original y copia del diploma o acta de grado; 

c) Copia de las pruebas ICFES (Si ya las realizó); y 

d) Certificado EPS o SISBEN. 

En la práctica, las PCD cuentan con un mínimo acceso a la educación formal, incluidos los niveles 
básicos99. Esta realidad se traduce en que las personas con discapacidad tampoco cuenten con las 
herramientas necesarias para acceder a algún diploma o acta de grado y examen estatal, que 
acredite su participación en tales niveles de educación y por tanto, jamás cumplan con los 
requisitos para entrar a programas técnicos, ni a contratos de aprendizaje, ni al mercado laboral 
conformándose así un círculo vicioso de exclusión.  

Debe entonces generarse una incidencia de tipo político para que se realice una reforma al interior 
de las políticas de admisión a estudiantes del SENA, con el fin de que la entidad, realice unos ajustes 
razonables dirigidos a la admisión dentro de sus programas a personas con discapacidad que no 
posean los niveles de escolaridad requeridos al resto de la población, como ocurre en la actualidad.  

La OIT en relación a las barreras en la capacitación para el trabajo que enfrentan las PCD100, ha 
dicho que en estudios recopilados, se ha evidenciado que un elemento de vital importancia, radica 
en generar actividades que se centran en mejorar las competencias y promover el desarrollo 
profesional de estudiantes con discapacidad. Así como la promoción de actividades, como el 
asesoramiento profesional, formación técnica, capacitación en el lugar de trabajo y pasantías para 
PCD. Según la OIT, los/as beneficiarios/as de estas actividades son los/as estudiantes con 
discapacidad que tienen dificultades para adquirir experiencia laboral pertinente, pero también 
los/as empleadores/as, ya que estas instancias les dan la oportunidad de reclutar a candidatos/as 

                                                             
99 Organización Internacional del Trabajo. “Discapacidad en el lugar del trabajo: Organizaciones de 
empleadores y redes empresariales”. Ginebra,  2011; Bruyere, Sussane M. “Identity and Disability in the 
Workplace”. 44 Wm. & Mary L. Rev. 1173 2002-2003; Blanck, Peter; Adya, Meera and Reina, María Veronica. 
“Defying Double Discrimination”. Law & Ethics. 8 Geo. J. Int'l Aff. 95 2007. 
100 Organización Internacional del Trabajo. “Discapacidad en el lugar del trabajo: Organizaciones de 
empleadores y redes empresariales”. Ginebra,  2011. 
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calificados/as para los puestos de trabajo disponibles. De hecho, esto demuestra que los/as 
empleadores/as pueden jugar un papel importante en el desarrollo de los conocimientos teóricos y 
prácticos de los/as estudiantes con discapacidad y de las PCD que buscan trabajo, así como el 
potencial de liderazgo e influencia de los grupos de empleadores/as en la transformación de los 
mercados de trabajo para hacerlos más diversos e incluyentes. 

Así mismo a través de los servicios de información para el empleo que establezca el SENA, se 
deberán crear unas líneas de orientación laboral que permita relacionar las capacidades de los/as 
beneficiario/as con discapacidad y su adecuación con la demanda laboral. 

De este modo, el SENA ha adelantado, dentro de sus programas la función de brindar formación 
ocupacional a poblaciones en situación de vulnerabilidad, de acuerdo con las necesidades del 
mercado laboral, con el fin de mejorar sus niveles de empleabilidad promoviendo su inserción 
laboral. Frente a la responsabilidad que por mandato legal le es asignada por el artículo 23 de la Ley 
361 de 1997, ha establecido un programa de formación ocupacional/laboral a PCD, denominado 
“SENA INCLUYENTE”, bajo el cual, se pretende el desarrollo de  acciones de formación profesional a 
PCD,  certificando las  competencias laborales e intermediación laboral a través de los -Centros de 
Servicio Público de Empleo-,  haciendo énfasis en la inclusión en los ambientes de aprendizaje, 
dependiendo de las capacidades y potencialidades que tienen las personas con discapacidad 
sensorial, física, cognitiva y mental. De Igual se presta capacitación laboral a personas 
sobrevivientes de minas antipersonal dentro del convenio que tiene el SENA con el Programa 
Presidencia del Acción Contra Minas Antipersonal.  

Según registros del SENA101 los resultados de esa iniciativa han aumentado considerablemente, 
mencionan que la entidad en el año 2002  comenzó asignando 795 cupos de  formación a PCD, y en 
el 2009 se alcanzó la cifra de  20.853 cupos, con la participación activa  de los Centros de Formación 
Profesional. 

Se menciona además que los cursos de formación titulada se realizan a la medida, es decir, son 
diseñados teniendo en cuenta las necesidades de los sectores productivos, de tal manera que se 
garantice la vinculación de los/as beneficiados/as al mundo laboral. 

La disponibilidad de programas de formación ocupacional que ofrece el SENA, en enmarcan en 
cursos tales como: programas como Auxiliar de  servicios Hoteleros, Auxiliar de Operación Logística 
de Almacenes de Cadena, curso de Cata de Café, curso de Servicios al Cliente a través  de Call Center,  
y Técnico en Logística Empresarial.  

La ruta de atención del SENA a las poblaciones vulnerables comienza en las oficinas del Servicio 
Nacional de Empleo, ubicadas en las ciudades capitales del país. Allí se  abre también el abanico de 
oportunidades que la entidad ofrece a esta población para garantizarle su inclusión social a través 
de la formación para el trabajo. 

1. Se cuenta con una infraestructura limitada, tanto en equipamientos, como en capacitadores/as y 
docentes. 

2. Frente a los cursos de capacitación y formación para el trabajo de PCD, su oferta es más baja en 
comparación con la oferta laboral del sector empresarial, ya que las/os empleadores/as requieren  
personal capacitado en el desempeño de labores, que los cursos de formación no ofrecen.  

                                                             
101 Consultar: http://www.sena.edu.co/downloads/separata/sepasena.pdf 
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3. Las PCD ven limitado su acceso a cursos de formación, en gran parte porque la mayoría de PCD 
no cuenta con los estudios básicos de educación primaria y secundaria que se requieren para 
insertarse en capacitaciones para el trabajo, y por no se presenta un acceso insuficiente para la 
totalidad de capacitaciones ofrecidas.  

4. Se circunscribe la capacitación laboral de PCD a ciertos ámbitos, tales como trabajos, es decir, no 
se cuenta con la accesibilidad ni los ajustes razonables necesarios para permitir el acceso a  cursos 
de formación laboral, en aspectos de mayor demanda por el sector productivo. 

5. Como consecuencia del estancamiento, de la poca participación e incentivo para el fomento de 
programas de capacitación laboral a PCD adecuados y más completos, se aumenta el costo de la 
dependencia económica para las familias de PCD, obstaculizando la generación de autonomía e 
independencia de las PCD. 

6.1. RECOMENDACIONES 

Para fortalecer los procesos de formación para el trabajo se recomienda lo siguiente: 

• Que no se limite el acceso a los procesos de formación mediante la exigencia de requisitos 
de escolaridad formal que muchas PCD no cumplen por no tener acceso al sistema 
educativo. 

• Que se establezcan mecanismos concretos para materializar las obligaciones derivadas del 
artículo 13 de la Ley 1618 de 2013. 

• Que el Ministerio de Trabajo adopte medidas de monitoreo y reporte frente a los servicios 
de formación para el trabajo por parte del SENA y que las iniciativas relacionadas con 
Teletrabajo cuenten con una perspectiva transversal de derechos de personas con 
discapacidad. 

7. PROBLEMA 7: LA VINCULACIÓN LABORAL DE UNA PCD EN 
OCASIONES IMPLICA LA PÉRDIDA DE BENEFICIOS BAJO EL SISTEMA 
DE SEGURIDAD SOCIAL CON LOS QUE CONTABA PREVIAMENTE 

Actualmente, la existencia de beneficios para personas con discapacidad bajo el régimen de 
seguridad social tanto en salud como en pensiones se basa sobre la presunción de que las PCD no 
trabajan ni hacen parte del mercado laboral, ya que no se tienen en cuenta sus necesidades a 
momento de requerir realizar una transición entre regímenes. Dado que la vida laboral de las 
personas con discapacidad tiende a ser fragmentada y con poca posibilidad de ascenso, dicho 
tránsito entre regímenes resulta en una carga desproporcionada para las PCD, por lo que termina 
siendo un desincentivo. Frente a este problema se identifican cuatro situaciones: 

7.1. EXISTE UN VACÍO NORMATIVO QUE IMPIDE RECIBIR ATENCIÓN EN SALUD 
CONTINUADA DURANTE LA TRANSICIÓN ENTRE REGÍMENES SUBSIDIADO 
Y CONTRIBUTIVO, LO QUE REPRESENTA UNA CARGA DESPROPORCIONADA 
PARA LAS PCD. 

Se presenta un vacío normativo frente a las PCD, que se encuentran cubiertas por el régimen 
subsidiado en los casos en los que requiera continuidad en tratamiento o medicamentos y quieran 
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vincularse laboralmente, bien sea mediante un contrato especial de aprendizaje o un contrato 
laboral.  

La Ley 100 de 1993 establece dos regímenes de participación en el sistema general de seguridad 
social en salud: el régimen contributivo y el régimen subsidiado. Según el artículo 157 de la Ley 
100, las personas afiliadas mediante el régimen contributivo son aquellas “vinculadas a través de 
contrato de trabajo, los servidores públicos, los pensionados y jubilados y los trabajadores 
independientes con capacidad de pago”. Por su parte, las personas afiliadas mediante el régimen 
subsidiado son quienes no tienen capacidad de pago para cubrir el monto total de la cotización e 
incluye a la población más pobre con particular importancia otorgada al cubrimiento de “personas 
tales como las madres durante el embarazo, parto y postparto y período de lactancia, las madres 
comunitarias, las mujeres cabeza de familia, los niños menores de un año, los menores en situación 
irregular, los enfermos de Hansen, las personas mayores de 65 años, los discapacitados, los 
campesinos, las comunidades indígenas, los trabajadores y profesionales independientes, artistas y 
deportistas, toreros y sus subalternos, periodistas independientes, maestros de obra de construcción, 
albañiles, taxistas, electricistas, desempleados y demás personas sin capacidad de pago”.  

Cuando una persona perteneciente al régimen subsidiado es vinculada laboralmente debe afiliarse 
al régimen contributivo. De conformidad con lo establecido en el artículo 10 del Decreto 047 de 
2000, durante los treinta primeros días de la afiliación sólo tiene derecho exclusivamente a la 
atención inicial de urgencias. Ello representa un potencial problema para personas que requieren 
de tratamientos continuados o medicamentos no cubiertos bajo los servicios de urgencias. Dada la 
tendencia a tener una historia laboral fragmentada, corta y con pocas posibilidades de ascenso, 
dichas transiciones entre regímenes resultan en una carga desproporcionada para las personas con 
discapacidad, la cual se traduce en un desincentivo. 

Del análisis de las disposiciones normativas transcritas, se evidencia que la legislación Colombiana 
no ha previsto ningún instrumento jurídico que posibilite a las PCD, que requieran atenciones 
permanentes, contar con una figura jurídica que permita de manera satisfactoria el empalme entre 
el régimen subsidiado y el régimen contributivo en salud, que no ponga en riesgo su integridad o 
que no incremente el temor de los/as empleadores/as para la vinculación de este tipo de personal. 

Por ese motivo, se recomienda una modificación reglamentaria y armónica alrededor del artículo 
74 del Decreto 806 de 1998 y una incorporación legal, que posibilite dicha vinculación con la 
inclusión de un parágrafo, que garantice la atención continua a dicho personal. El artículo citado 
indica: 

“Artículo 74. Cobertura. El ingreso de un afiliado cotizante tendrá efectos para la entidad 
administradora en el Sistema de Seguridad Social Integral desde el día siguiente al que se inicie la 
relación laboral, siempre que se entregue a ésta debidamente diligenciado el respectivo formulario de 
afiliación. No obstante, la cobertura durante los primeros treinta días será únicamente en los servicios 
de urgencias. El resto de los servicios contemplados en el plan obligatorio de Salud, les serán 
brindados treinta días después siempre y cuando se hubiere efectuado el pago de la cotización 
respectiva. 

El trabajador independiente una vez inscrito y cancelada su primera cotización, tendrá derecho a 
recibir conjuntamente con su familia de manera inmediata, la totalidad de los beneficios 
contemplados en el plan obligatorio de salud”. 
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7.1.1. RECOMENDACIONES 

Se considera que las siguientes normas deben ser objeto de reforma para garantizar que la persona 
pueda recibir atención y medicamentos continuados durante el tránsito de régimen subsidiado a 
régimen contributivo: 

1. Ley 361 de 1997: Incorporar un artículo en esta normativa en el cual se indique que para 
efectos de facilitar la continuidad en la atención en Salud para personas en situación de 
discapacidad que requieran atenciones continuas, el Gobierno Nacional reglamentará un 
mecanismo de pago anticipado de la cotización, de manera que la cobertura en salud se presente de 
manera inmediata una vez la persona con discapacidad sea vinculada contractualmente. 

2. Artículo 74 del Decreto 806 de 1998: Se sugiere adicionar un parágrafo en donde se indique que 
de conformidad con lo establecido en la Ley 361 de 1997, la cobertura integral en Salud para las 
PCD vinculadas contractualmente se iniciará una vez sea verificada su primera cotización de 
manera anticipada. 

3. Artículo 11 de la Resolución 1747 de 2008 por medio de la cual se regula la planilla única de 
autoliquidación de aportes -PILA-: Se deberá incorporar como tipo de cotizante al/la trabajador/a 
o contratista dependiente en situación de discapacidad como un tipo de cotizante, a efectos que sea 
posible en la operación administrativa la cotización por período adelantado por parte del/la 
empleador/a o contratante. 

7.2. EXISTE POCA CLARIDAD SOBRE LA TRANSICIÓN ENTRE EL RÉGIMEN 
CONTRIBUTIVO Y SUBSIDIADO 

 

Dado el carácter fragmentado de la historia laboral de las PCD en general, se presentan 
incertidumbres acerca de cómo recuperar el cupo en el régimen subsidiado, una vez una PCD ha 
sido vinculada laboralmente por un tiempo durante el cual debió pertenecer al régimen 
contributivo.  

El marco legal vigente permite dicha transición, según lo establecen las normas que se relacionan a 
continuación: 

El Acuerdo 415 de 2009102 del Consejo Nacional de Seguridad en Salud establece en su artículo 38 
la regulación del traslado entre regímenes: “Los afiliados del Régimen Subsidiado que se afilien al 
Régimen Contributivo mantendrán suspendida su afiliación al Régimen Subsidiado y se reservará su 
cupo hasta por un (1) año a partir de que se haga efectiva la nueva afiliación según las reglas del 
Régimen Contributivo. Para efectos de lo cual, el afiliado deberá informar en el Formulario Único de 
Afiliación y Traslado su condición de afiliado del Régimen Subsidiado”. 

                                                             
102 Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud. Acuerdo 415 de 2009, Por medio del cual se modifica la 
forma y condiciones de operación del Régimen Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud y se 
dictan otras disposiciones. Disponible en: 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=37351 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=37351
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Por su parte, el artículo 46 Ley 1429 de 2010103 dispone que “los beneficios derivados de los 
programas que utilicen como criterio de identificación y focalización el Sisbén no podrán suspenderse 
dentro del año siguiente al que el beneficiario haya sido vinculado por un contrato de trabajo vigente. 
No obstante el cupo del beneficiario del Régimen Subsidiado en Salud se mantendrá hasta por los dos 
(2) años siguientes a la vinculación laboral”. 

7.2.2. RECOMENDACIONES 

A pesar de que el marco normativo protege la transición entre regímenes y no se pierde el cupo en 
el régimen subsidiado, debe haber un rastreo de casos que documenten la transición y las posibles 
barreras que se enfrentan en la práctica. 

También es fundamental difundir la información sobre la normativa arriba citada entre las 
personas con discapacidad, sus familias y sus empleadores. Específicamente se recomienda que se 
impulse un trabajo con las dependencias de gestión humana de las empresas y las instituciones de 
inclusión laboral afiliadas a Pacto de Productividad para que desarrollen materiales de información 
sobre los procedimientos requeridos para la transición entre regímenes. 

7.3. EXISTE POCA CLARIDAD SOBRE LAS NORMAS APLICABLES CUANDO SE 
PERCIBE UNA PENSIÓN DE INVALIDEZ 

El artículo 33 de la Ley 361 de 1997, dispone que “el ingreso al servicio público o privado de una 
persona limitada que se encuentre pensionada, no implicará la pérdida ni suspensión de su mesada 
pensional, siempre que no implique doble asignación del tesoro público”. 

Puede entonces afirmarse que no existe ningún impedimento para la contratación por parte del 
sector privado de una persona que perciba una pensión de invalidez. El artículo 33 de la Ley 361 de 
1997 lo autoriza expresamente y cabe recordar que las pensiones de invalidez tienen un monto 
reducido, inferior a la de un trabajador activo, pues equivale al 45% del salario promedio de los 
últimos 10 años de servicio, pudiendo llegar máximo al 75%, cuando la persona está cercana a 
cumplir el tiempo de servicios necesario para la pensión de vejez104.  La posibilidad de emplearse, le 
ayudará a tener unas condiciones de vida más digna para la persona pensionada por invalidez y su 
familia. Por último, se debe anotar que la pensión de invalidez debe someterse a revisión periódica, 
con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió de base para la liquidación 
de la pensión, conforme lo establece el artículo 44 de la Ley 100 de 1993.  Ante esas contingencias 
que tiene esta clase de pensiones, que puede llegar hasta su pérdida en esas revisiones periódicas, 
hay razones poderosas para que una PCD acceda al ciclo económico del mundo laboral.   

Frente a este problema concreto se recomienda la difusión masiva de información a todos los 
sectores, especialmente a los departamentos de gestión humana y a las personas con discapacidad y 
sus familias. 

  

                                                             
103 Congreso de la República. Ley 1429 de 2010, Por la cual se expide la Ley de Formalización y Generación de 
Empleo. Disponible en: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41060 
104 Ley 100 de 1993, artículo 40. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41060
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7.4. EXISTE POCA CLARIDAD SOBRE LA POSIBILIDAD DE VINCULARSE 
LABORALMENTE MIENTRAS SE PERCIBE UNA PENSIÓN DE SUPERVIVENCIA Y 
FRENTE AL IMPACTO DEL INGRESO PERCIBIDO FRENTE A LA ELEGIBILIDAD 
PARA LA PENSIÓN DE SUPERVIVENCIA. 

Como se enunció anteriormente, el artículo 33 de la Ley 361 de 1997 establece que “el ingreso al 
servicio público o privado de una persona limitada que se encuentre pensionada, no implicará la 
pérdida ni suspensión de su mesada pensional, siempre que no implique doble asignación del tesoro 
público”.  

Así, las Empresas pueden contratar PCD que tengan una pensión de sobreviviente sin ningún 
impedimento legal. El salario de la relación laboral tiene una naturaleza jurídica diferente a las 
pensiones.  El salario, es la remuneración periódica y habitual que un trabajador recibe a cambio 
de la prestación del servicio, mientras que la pensión es un derecho que surge por el cumplimiento 
de unos requisitos y unos aportes periódicos durante la vida laboral, para el bienestar de las 
personas y sus familias, frente a las contingencias de vejez, invalidez y muerte.  Estas cotizaciones 
las efectúa el/la trabajador/a al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, a través del 
régimen que haya elegido, bien sea el régimen solidario de prima media con prestación definida o a 
través del régimen de ahorro individual, previsto en la ley 100 de 1993.  Esta naturaleza, distinta de 
los recursos de las mesadas pensionales y del salario, fue analizada ampliamente por la Corte 
Constitucional en su sentencia C-072 de 2003, donde se pronunció sobre la exequibilidad del 
artículo 33 de la Ley 361 de 1997. 

Por otra parte, es importante aclarar que percibir un ingreso no hace a la persona necesariamente 
inelegible para la pensión de sobreviviente, una de las preocupaciones grandes de las familias con 
hijos e hijas con discapacidad que se encuentran en procesos de inclusión laboral. El artículo 47 de 
la Ley 100 de 1993 dispone que son beneficiarios de la pensión de sobreviviente “los hijos inválidos 
de cualquier edad si dependían económicamente del causante, mientras subsistan las condiciones 
de invalidez”. La percepción de un ingreso no hace que se pierda la dependencia económica exigida 
por el artículo y debe determinarse según cada caso en concreto. Sin embargo, se conocen casos en 
que los Fondos de Pensiones determinan que si una persona percibe un ingreso por cualquier tipo 
de vinculación incluyendo por contrato de aprendizaje, determinan que se acaba la dependencia 
económica pero ello no es necesariamente así, especialmente en el caso de PCD que en general 
tienen que enfrentar más altos costos y cuyos ingresos son en general muy bajos y con pocas 
posibilidades de ascenso. 

Frente a esta situación se recomienda desarrollar materiales y reuniones de información a las 
dependencias de gestión humana acerca de la elegibilidad para contratar una persona con pensión 
de supervivencia vigente,  a las familias y a las personas con discapacidad y a los fondos de 
pensiones. 

8. PROBLEMA 8: LA VINCULACIÓN LABORAL DE UNA PCD EN OCASIONES 
IMPLICA LA PÉRDIDA DE BENEFICIOS Y DERECHOS NO DERIVADOS DEL 
SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL. 

En el proceso de esta consultoría, algunos actores reportaron que beneficios tales como subsidios o 
beneficios sociales como vivienda, alimentación y vestido de instituciones como el ICBF, se 
suspenden una vez la PCD se vincula laboralmente, así sea de forma temporal.  
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Esta es una situación preocupante porque dada la fragmentación de la historia laboral de las PCD y 
el bajo ingreso que perciben, de ninguna manera puede concluirse que por el solo hecho de 
vincularse una vez, la PCD obtendrá autonomía económica.  Esta situación se traduce además en un 
desincentivo claro para la vinculación laboral, pues las personas prefieren seguir teniendo la 
seguridad de los beneficios ofrecidos que la incertidumbre generada por una probablemente corta 
vida laboral. 

Ante estas problemáticas, lo primero que hay que plantear es que frente a los/as jóvenes con 
discapacidad que se incluyen laboralmente, los beneficios y ayudas recibidas por parte del ICBF, 
deben seguir aportándose, y considerarse como ajustes razonables que permitan gestionar 
efectivamente el proceso de inclusión, ajustes además que está obligado el Estado a otorgar y 
garantizar. 

Por otra parte el ICBF dentro de sus lineamientos técnicos para el programa especializado de 
atención a niños, niñas, adolescentes y mayores de 18 años con discapacidad con sus derechos 
amenazados, inobservados o vulnerados, menciona que como medida de protección para el 
establecimiento de derechos, se cuenta con modalidades de internados, seminternados, hogares 
gestores y hogares sustitutos para PCD. El objetivo del programa es ofrecer una protección integral 
que garantice el restablecimiento de los derechos, con énfasis en el desarrollo integral y la inclusión 
social de niños, niñas, adolescentes y mayores de 18 años con discapacidad105. 

Bajo este programa el ICBF establece que desde el enfoque de inclusión social para PCD, se busca 
favorecer el desarrollo y la participación de las PCD, realizando transformaciones sociales que 
faciliten procesos de participación plena y efectiva. Además afirman que el soporte y la gestión de 
este programa, se encamina a la consecución y generación de condiciones que posibiliten el 
desarrollo de las PCD y sus familias. 

Por tanto dentro de un marco de restablecimiento de derechos y de inclusión social y laboral para 
las PCD, es coherente la aplicación de ajustes razonables, como los ya mencionados, que permitan a 
los/las jóvenes con discapacidad que se vinculan al mercado laboral, adelantar el proceso con 
confianza y seguridad, generandose así mejores resultados y un proceso inclusivo mucho más 
exitoso y satisfactorio. 

Se hace necesario investigar en más detalle otros subsidios ofrecidos por entidades territoriales a 
personas con discapacidad para establecer si los requisitos de elegibilidad tienen relación alguna 
con la vinculación laboral de las personas para poder determinar las barreras que enfrentan las 
PCD frente a su posible vinculación laboral. 

8.1. RECOMENDACIONES 

Frente a esta situación concreta se recomienda realizar reuniones con directivas del ICBF para 
establecer claridad frente a las prácticas y políticas que garantizan beneficios sociales y subsidios 
para PCD para garantizar que su vinculación laboral no se traduce en un impedimento para la 
continua elegibilidad para dichos beneficios. 

                                                             
105 Ver, 
http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/Bienestar/Beneficiarios/Protecci%C3%B3n/Linea
mientos/03%20Discapacidad%20Res%205928.PDF  

http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/Bienestar/Beneficiarios/Protecci%C3%B3n/Lineamientos/03%20Discapacidad%20Res%205928.PDF
http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/Bienestar/Beneficiarios/Protecci%C3%B3n/Lineamientos/03%20Discapacidad%20Res%205928.PDF
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Adicionalmente se recomienda realizar un mapeo en las diferentes entidades territoriales para 
identificar los beneficios que actualmente se otorgan a las PCD y determinar si su vinculación 
laboral impacta la continua elegibilidad para los mismos, iniciando al menos con las áreas de 
incidencia del Programa Pacto de Productividad. Una vez realizada dicha documentación se 
recomienda realizar acciones de incidencia para garantizar que los beneficios y subsidios ofrecidos 
se complementan con la inclusión laboral de las personas para garantizar la autonomía económica. 

9. PROBLEMA  9: LA APLICACIÓN DEL SISTEMA DE CALIFICACIÓN DE 
INVALIDEZ COMO MEDIO DE PRUEBA DE LA DISCAPACIDAD GENERA UN 
PERJUICIO PARA LAS PCD PREEXISTENTE A SU VINCULACIÓN LABORAL Y 
EL MANUAL OCUPACIONAL PROPUESTO POR EL MINISTERIO DE SALUD 
NO RESPONDE A LA DEMANDA DE PERFILES OCUPACIONALES 

Uno de los problemas que más confusión genera tanto para las PCD y sus familias es el uso del 
sistema de calificación de invalidez. 

En principio, el sistema fue creado para determinar la pérdida de la capacidad laboral de una 
persona para efectos de establecer su elegibilidad para la pensión de invalidez en los términos del 
artículo 38 de la Ley 100 de 1993. Sin embargo, la misma ley, y la interpretación que de ella hacen 
diferentes entidades públicas genera confusión entre los conceptos de “pérdida de capacidad 
laboral” y “certificación de discapacidad”.  

El Decreto 2436 de 2001 regula el funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, 
llamadas a calificar la pérdida de capacidad laboral en caso de accidente o enfermedad. La invalidez 
en los términos de la Ley 100 de 1993 presume la vinculación laboral previa a la adquisición de la 
situación que genera la invalidez. Por tanto, la calificación tiene en cuenta la labor ejercida por la 
persona antes de la pérdida de capacidad laboral y ello determina el porcentaje que asigna la junta. 
Así por ejemplo, una persona que pierde la movilidad en sus miembros inferiores por un accidente 
y trabajaba como albañil, obtendrá un porcentaje superior al de una persona que tiene la misma 
pérdida pero que antes del accidente tenía un trabajo de escritorio. 

El dictamen de pérdida de la capacidad laboral es realizado con base en los criterios establecidos en 
el Manual Único de Calificación de Invalidez, contenido en el Decreto 917 de 1999106. La confusión 
surge porque el mismo mecanismo se utiliza para determinar si una persona tiene discapacidad o 
no, lo cual es en sí contradictorio, en tanto el porcentaje asignado es relacional a la labor 
desempeñada antes de la pérdida de la capacidad laboral. 

Sin embargo, el régimen de calificación de invalidez se aplica a las personas con discapacidad para 
el acceso a beneficios no relacionados con la pérdida de la capacidad laboral, de donde se derivan 
múltiples confusiones para las personas con discapacidad congénita, pues no es claro qué significa 
el porcentaje asignado. 

La aplicación de este sistema de calificación a las PCD preexistente se enmarca dentro de un aspecto 
médico y de rehabilitación que se encuentra en contravía con el modelo social de la discapacidad, 
bajo el cual es entendido como parte de la diversidad humana y no como una enfermedad, o 
contingencia que deba ser valorada clínicamente. Por último, es importante resaltar que acudir a un 

                                                             
106 Presidencia de la República. Decreto 917 de 1999. (mayo 28). Por el cual se modifica el Decreto 692 de 
1995. Disponible en: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=29544 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=29544
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proceso de calificación de la pérdida de la capacidad laboral, implica costos económicos y de 
tiempo, que conllevan a imponer una carga desproporcionada a las PCD y sus familias, 
obstaculizando y desincentivando muchas veces procesos de inclusión laboral. 

Es fundamental que el ordenamiento colombiano separe los procesos de calificación de pérdida de 
la capacidad laboral de los procesos para certificar que una persona está en situación de 
discapacidad tanto en la legislación como en la práctica. Ello implica un proceso de difusión de 
información como de modificación de algunas de las normas en el ordenamiento. 

Las normas que deben ser modificadas incluyen: el artículo 31 de la Ley 361 de 1997, que exige una 
calificación del 25% para que se concedan los beneficios tributarios a empleadores que hagan 
inclusión laboral de personas con discapacidad, el artículo 13 de la Ley 789 de 2002 que determina 
la exclusión del pago de aportes al régimen del subsidio familiar SENA e ICBF para personas 
calificadas con el 25% de pérdida de capacidad laboral, entre otras. 

En el año 2010, el Ministerio de Salud comisionó a la Facultad de Medicina de la Universidad 
Nacional para que propusiera una actualización del Manual Único para la Calificación de la Pérdida 
de la Capacidad Laboral y Ocupacional,107 el cual aún no ha sido sancionado como Decreto, por lo 
que sigue vigente el Manual anterior. En razón del marco legal existente sobre invalidez, este 
manual sigue conteniendo una calificación de tipo funcional que otorga un porcentaje de pérdida de 
la capacidad laboral. Ello corresponde a la exigencia de ley. Lo que preocupa es que estos mismos 
criterios de tipo médico-funcional, se otorguen para certificar que una persona está en situación de 
discapacidad, pues al entenderla como una manifestación de la diversidad humana, es 
contradictorio otorgarle a una persona un “porcentaje de discapacidad”.  

9.1. RECOMENDACIONES 

Frente a la problemática descrita se presentan las siguientes recomendaciones: 

• Promover el uso del Manual de Calificación únicamente para lo relativo a la determinación y 
aseguramiento del riesgo de invalidez, relacionada con la pérdida de la capacidad laboral. 

• Promover la eliminación del ordenamiento de la exigencia de porcentajes específicos 
cuando ellos no se refieren a la pérdida de la capacidad laboral sino a la determinación de si 
una persona tiene una discapacidad. 

10.PROBLEMA 10: LOS PROCESOS DE INCLUSIÓN LABORAL IMPULSADOS 
POR ORGANIZACIONES SON HETEROGÉNEOS, NO SUJETOS A VIGILANCIA 
NI ORIENTADOS POR LINEAMIENTOS CLAROS DE DESARROLLO DE 
PERFILES OCUPACIONALES CON BASE EN LA DEMANDA EMPRESARIAL 

Finalmente, uno de los problemas planteados que dificulta concebir e implementar en mayor escala 
los programas de inclusión laboral para PCD, radica por parte del Ministerio del Trabajo no se 
cuenta con una política, un plan o un programa estatal claro, que oriente los lineamientos y las 
pautas bajo las cuales debe encaminarse la prestación de servicios de inclusión social, tanto para su 

                                                             
107 MANUAL ÚNICO PARA LA CALIFICACIÓN DE LA PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL Y OCUPACIONAL 
Versión para Prueba Piloto. Disponible en: 
http://www.medicina.unal.edu.co/prueba_piloto/descargas/piloto.pdf 

http://www.medicina.unal.edu.co/prueba_piloto/descargas/piloto.pdf
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implementación por el sector empresarial, como por las entidades que realizan y facilitan servicios 
de inclusión laboral para PCD. 

El artículo 13.2(b) de la Ley 1618 de 2013 específicamente contiene un mandato para el Ministerio 
del Trabajo, según el cual debe “fortalecer el programa de ubicación laboral de las personas con 
discapacidad, mediante estrategias de promoción direccionadas hacia el sector empresarial, 
incentivando además los servicios de apoyo de acompañamiento a las empresas”. 

En razón al vacío en política referido, actualmente son diversas las instituciones que asesoran, 
acompañan y prestan servicios a las empresas y a las PCD que pretenden emplearse, bajo distintos 
lineamientos y pautas. Al respecto se menciona que la naturaleza de dichas instituciones es 
heterogénea, incluyéndose entidades de salud, IPS, organizaciones sin ánimo de lucro, organismos 
educativos, etc., y no se presenta una articulación entre los distintos proceso de inclusión laboral 
que cada una apoya.  

Se rescata la útil estrategia implementada por el Programa Pacto de Productividad, que busca 
cualificar y encadenar los servicios relacionados con la inclusión laboral de las personas con 
discapacidad para facilitar la sostenibilidad de la estrategia, el desarrollo de las capacidades locales 
y su réplica en otras ciudades del país, generando un modelo de inclusión laboral para articular y 
fortalecer los servicios de formación para PCD, en alianza con el sector empresarial. 

10.1. RECOMENDACIONES 

Se recomienda en este apartado, que el Ministerio del Trabajo genere unos lineamientos claros 
acerca de los servicios de apoyo de acompañamiento a las empresas para la vinculación de 
personas con discapacidad, teniendo como insumo principal la experiencia obtenida en los últimos 
cinco años por el Programa Pacto de Productividad y en línea con el mandato de la Ley 1618 de 
2013. 

Adicionalmente, se recomienda que el Ministerio transversalice la perspectiva de derechos de 
personas con discapacidad en todos sus programas de promoción de empleo. 
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